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P R Ó L O G O


Cuando una persona inicia una carrera de abogado, es casi un hecho que alguno de sus profesores le dirá que el derecho de las obligaciones, es la parte medular del derecho civil, y que éste a su vez constituye la esencia del derecho en general, quizá en ese momento el estudiante que se inicia, no repare en que eso es una gran verdad, sin embargo, una vez en el ejercicio de profesión, no le quedará duda alguna.

 
En virtud de lo anterior, la realización del presente trabajo de investigación, me ofreció  la oportunidad de reavivar los conocimientos en materia de obligaciones  obtenidos durante la licenciatura, y no obstante que en un principio me pareció un tema sumamente vasto, una vez concluido la sensación obtenida fue realmente gratificante y satisfactoria.

INTRODUCCIÓN


Existen múltiples obras doctrinarias que de manera profunda se han ocupado de la materia de obligaciones. En cada una de ellas, puede observarse cómo sus autores observan un orden y estilo muy personal, realizando siempre valiosas aportaciones que enriquecen la cultura jurídica del lector.


El presente trabajo de investigación en modo alguno puede semejarse siquiera a una minúscula parte de tan serias y majestosas obras, sin embargo, partiendo ellas, pretende hacer una reducidísima síntesis de temas torales para el campo de las obligaciones.


De esta manera, fue estructurado en cuatro capítulos, que se encuentran concatenados y en los que siempre se buscó un orden lógico  que permitiera obtener una sencilla comprensión de los temas en él abordados.


Así por ejemplo, en el capítulo primero, se parte de la definición de la obligación, exponiendo la idea que sobre  la misma, han expuesto varios autores, para después proponer una definición personal. Así mismo, se hace referencia al término fuentes de las obligaciones y se enuncian las clasificaciones que sobre las mismas han pronunciado diversos doctrinarios. Además, se realiza una brevísima reseña histórica de las fuentes de las obligaciones en el derecho romano, en el antiguo derecho español y francés, y por supuesto en el derecho mexicano.


En el segundo capítulo, se parte de la distinción existente entre el hecho jurídico y el acto jurídico y se analizan las diversas fuentes de las obligaciones que regula el Código Civil para el Distrito Federal, exponiendo sus principales aspectos, haciéndose referencia a la figura anglosajona de los Torts, que se asimila a una de las fuentes de las obligaciones en nuestro sistema jurídico.


En el capítulo tercero, se hace referencia a las consecuencia producidas ante el incumplimiento de las obligaciones y se estudian los diversos medios previstos por la ley, para proteger el derecho del acreedor en este caso.


Finalmente, en el capítulo cuarto, se realizan algunos comentarios y observaciones respecto a la regulación de las fuentes de las obligaciones en los respectivos Códigos Civiles de los Estados de Tabasco y Jalisco y posteriormente, se realiza una crítica  a la sistemática que prevalece  en el Código Civil para el Distrito Federal en materia de obligaciones. 

CAPITULO 1.
CUESTIONES PRELIMINARES.
1.1. DEFINICIÓN DE LA OBLIGACIÓN.
Primeramente, se debe indicar que debido a que en la presente investigación se analizarán las fuentes de las obligaciones derivadas de hechos jurídicos, para lograr una cabal comprensión del tema, es menester definir a la obligación.

De esta manera, etimológicamente, la palabra obligación proviene del término latino “ob-ligatio”, que significa por la liga, por el nudo o por el vínculo.

Ahora bien, no existe en el Código Civil para el Distrito Federal, un precepto legal que indique de manera expresa lo que debe entenderse por obligación, sin embargo, la doctrina se ha encargado de  definirla, de ahí que  es de citarse en primer término la definición que en el derecho romano proporcionó Justiniano: “Obligatio est iuris vinculum, quod necessitate adstringimur, alicuius solvendae rei secundum nostrae civitatis iura”  (la obligación es un vínculo jurídico que nos constriñe en la necesidad de pagar una cosa según el derecho de nuestra ciudad.


Múltiples autores modernos han definido a la obligación de maneras diversas,  sin embargo, en esencia,  se basan en la anterior; así, Baudry-Lacantinerie y Barde dicen: “La obligación en el sentido jurídico de la palabra puede definirse como un vínculo de derecho por el cual una o varias personas determinadas está civilmente comprometidas hacia una o varias otras, igualmente determinadas a dar, hacer o no hacer alguna cosa”.


Planiol dice que “la obligación es una relación jurídica entre dos personas en virtud de la cual una de ellas llamada acreedor, tiene el derecho de exigir cierto hecho de otra que se llama deudor”.


Manuel Cuiñas Rodríguez expresa que “la obligación es una relación jurídica delimitadora de comportamientos futuros, en el marco de la cual un sujeto singular o plural, (parte acreedora) tiene derecho a ver satisfecho un interés mediante la realización de determinada conducta debida, comitiva u omisiva por parte de otro sujeto singular o plural (parte deudora)”.


Rafael Rojina Villegas define a la obligación diciendo que “es un estado de subordinación jurídica que impone al deudor la necesidad de ejecutar a favor del acreedor un hecho o una abstención de carácter patrimonial o moral”.


Para Borja Soriano, la obligación, “es la relación jurídica entre dos personas en virtud de la cual una de ellas, llamada deudor, queda sujeta para con otra, llamada acreedor, a una prestación o a una abstención de carácter patrimonial, que el acreedor puede exigir al deudor”.


Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, también ha dado una idea de lo que debe entenderse por obligación a través de una tesis que  fue emitida por la hoy extinta Tercera Sala, misma que fue publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XLVII, página 4200  Tesis Aislada y que reza: “OBLIGACION, NATURALEZA DE LA. La obligación es un vínculo jurídico que nos constituye en la necesidad de dar, hacer o prestar alguna cosa, por lo que cada obligación supone: a), un lazo jurídico que liga necesariamente al deudor con el acreedor, y del que se deriva el derecho que este tiene, para exigir que aquel de, haga o preste, y el deber jurídico correspondiente al deudor, de dar, hacer o prestar, y b), un hecho reductible a valor pecuniario, que es el objeto o fin del lazo jurídico. desde este punto de vista, lo esencial, lo característico de las obligaciones, se patentiza en el vinculum juris, y en el onus conventionis de la doctrina, por lo cual, para que la obligación de origen al ejercicio del derecho en ella contenida, se hace indispensable acreditar ambos elementos”.


Como puede apreciarse, de las definiciones citadas, se advierten como elementos constantes:

a) Una relación jurídica,

b) Una persona (o varias) con derecho a exigir de otra u otras (acreedor),

c) Una persona (o varias) que deben ejecutar una prestación a favor de otra u otras (deudor),

d)  Una prestación consistente en dar, hacer o no hacer algo, apreciable en dinero.


Así pues, retomando los elementos de referencia, es posible decir que la obligación es una relación de naturaleza jurídica entre dos partes, denominadas acreedora y deudora respectivamente, por la cual, la primera está facultada para exigir  y recibir de la segunda una prestación apreciable en dinero consistente en dar, hacer o no hacer algo y a su vez, esta última se encuentra en la  necesidad jurídica de ejecutar dicha prestación.
1.2. DEFINICIÓN DEL TÉRMINO FUENTES DE LAS OBLIGACIONES.


Generalmente,  bajo la denominación fuentes de las obligaciones, se conoce a “todo hecho jurídico en sentido genérico, ya de la naturaleza o del hombre que da origen o es la causa eficiente o generadora del vínculo jurídico por virtud del cual, el acreedor (o acreedores) pueden exigir del deudor (o deudores) una conducta determinada (legal o convencional) de pagar algo”
.

En términos más sencillos, las fuentes de las obligaciones pueden conceptualizarse como  las situaciones jurídicas que dan origen a las obligaciones, es decir, son las causas generadoras de éstas.

Ahora bien, al habar de las fuentes de las obligaciones,  la doctrina las  enunciado y clasifica de múltiple forma. Rafael Rojina Villegas ofrece la siguiente relación de fuentes de las obligaciones: “para Planiol las obligaciones sólo pueden ser creadas por la ley o por contrato, Bonnecase dice que las fuentes de las obligaciones son el hecho jurídico juntamente con la ley y el acto jurídico también juntamente con la ley, para  Baudry-Lacantinerie las fuentes de las obligaciones son el contrato, la declaración unilateral de la voluntad y la ley; Colin y Capitant señalan como tales al contrato, a la promesa unilateral, a los actos ilícitos, al enriquecimiento injusto y a la gestión de negocios; Demogue señala las siguientes fuentes: el contrato, la voluntad unilateral del delito, el cuasidelito y el cuasi contrato”.


El propio, Rojina Villegas, siguiendo a Bonnecase considera como únicas fuentes de obligaciones al hecho jurídico y la ley, y al acto jurídico y la ley. “Entiende que deben clasificarse correctamente los actos y los hechos jurídicos y propone la siguiente clasificación: actos jurídicos 1) contrato 2) testamento 3) declaración unilateral de voluntad, y 4) actos de autoridad (sentencia, secuestro, adjudicación, remate y resoluciones administrativas). A los hechos jurídicos los subdivide en a su vez en: 1) hechos naturales (simplemente naturales y naturales relacionados con el hombre), y 2) hechos del hombre a) hechos voluntarios lícitos: gestión de negocios, enriquecimiento sin causa y responsabilidad objetiva; b) hechos voluntarios ilícitos: delitos dolosos y culposos, incumplimiento de las obligaciones, culpa contractual, recepción dolosa de lo indebido, abuso del derecho, posesión de mala fe, hechos involuntarios, y d) hechos contra la voluntad”.


Como ha podido apreciarse, autores como Planiol y Baudry-Lacantinerie, consideraron en sus respectivas clasificaciones de las fuentes de las obligaciones a la ley, e inclusive, cabe decir que algunos tratadistas consideran que en rigor la única fuente  de las obligaciones es la norma jurídica que regula no sólo actos de voluntad que expresan la intención de los autores del acto para quedar obligados por él, sino que además prevé determinados hechos o acontecimientos aún involuntarios, y es que dichos tratadistas argumentan que “ese vínculo denominado obligación adquiere su naturaleza específica sólo en virtud de que el Derecho objetivo atribuye fuerza coactiva a ese fenómeno voluntario o involuntario, del hombre o de la naturaleza (hecho propiamente dicho) o del hombre (acto o negocio jurídico) que no tienen fuerza coactiva por sí mismos, sino que la adquieren por disposición de la ley o de la norma jurídica”
; de este modo dicen, “la ley es la fuente suprema de la obligación, en realidad, es la única fuente que es puesta en movimiento por el acto jurídico y el hecho jurídico”.
  


Refiriéndose precisamente a aquéllos tratadistas que estiman que una obligación no puede tener otra causa que la ley, JOSSERAND  considera que dicho argumento no es válido, pues dice que “en tal caso, las obligaciones procedentes de los contratos serían también legales, pues si producen efecto es por autorización u orden del legislador, que quiere que  las convenciones sean ley entre quienes las celebraron, y que, en realidad, lo que hay que tomar en consideración no es la fuente primera y remota , la ultima ratio de la obligación, sino la fuente inmediata y más próxima”. 


No obstante la existencia de múltiples enunciaciones y clasificaciones de las fuentes de las obligaciones propuestas por diversos autores, en las que  según ha podido observarse, atendiendo a su criterio personal, cada uno de ellos  otorga prioridad a la ley, a los hechos o a los actos jurídicos, lo cierto es que como acertadamente Galindo Garfias
 expone, ni el hecho o acto escueto ni la norma de conducta pueden por sí solas generar obligaciones; en todo caso, un determinado precepto legal puede crear deberes jurídicos y no propiamente obligaciones, por que la naturaleza general y abstracta de la disposición normativa, enuncia simplemente el deber, impuesta a los destinatarios de la norma, de respeto general al orden jurídico establecido en general. De ahí puede eventualmente surgir una situación concreta, con las características de vínculo obligatorio, pues para que esto ocurra, es preciso que la hipótesis general y abstracta que establece la norma de derecho, adquiera naturaleza particular y concreta mediante la realización del hecho o acto jurídico previsto en el derecho objetivo.


Bajo esa tesitura, puede afirmarse por un lado que los hechos jurídicos (de la naturaleza o del hombre) por sí solos, no tienen la fuerza de obligar y por el otro, que las disposiciones normativas para ser aplicables, exigen la realización de los hechos jurídicos que constituyen entonces un presupuesto necesario para la aplicación de la correspondiente disposición legal, que es general y abstracta, de lo que puede deducirse entonces que en realidad las fuentes de las obligaciones no se encuentren propiamente en la norma jurídica general y abstracta, ni tampoco en el hecho o acontecimiento previsto en la regla de derecho, pues se encuentran precisamente en la convergencia entre la norma y el acontecimiento que ésta propone para su aplicación.

1.3. ANTECEDENTES HISTÓRICOS.

1.3.1. ROMA.


La civilización romana se caracteriza por la enorme injerencia que logró tener a nivel mundial en importantísimos ámbitos como lo son el político, el religioso y el lingüístico, sin embargo es indudable que su obra de mayor trascendencia fue su derecho, y es que hoy en día numerosas naciones a lo largo y ancho del planeta entre ellas México, se rigen por un sistema jurídico influenciado por los romanos.


Así pues, en el derecho romano, la Ley de las XII Tablas establecía básicamente dos grupos de fuentes de las obligaciones: el nexum (contrato) y el delito (que comprendía el furtum y la rapina). En la primera, el pretor romano le atribuyó coercibilidad no al consentimiento, sino a la voluntad de las partes contratantes, exteriorizada con las palabras y la conducta ritual previstamente establecidas por el propio derecho romano (stipulatio), voluntad de las partes expresada precisamente con las palabras rituales o sacramentales que exigía el derecho ara la formación del contrato. A diferencia de la fuente contractual, los delitos eran una fuente de obligaciones no voluntaria, en donde el hecho generador de obligación era un daño causado sin derecho (damnum injuria datum) que podía nacer de de una conducta ilícita dolosa del autor del daño.

Esta clasificación, se modificó en el Digesto, en donde al lado del contrato, fueron incluidos otros actos jurídicos y hechos bajo la denominación de variae causarum figurae, en la que se incluían todas aquéllas causas generadoras de obligaciones (variadas causas de obligaciones). 


Al respecto, Eugene Gaudement señala que en Roma, a parte de los contratos que generaban un  derecho personal, “había además otros hechos generadores de obligaciones, no encajaban en las anteriores definiciones y que por su diversidad resultaba difícil abarcar en una formula única…Los jurisconsultos romanos en la imposibilidad de definir estas fuentes, las habían agrupado bajo una denominación vaga: variae causarum figurae (Gayo, D.;XLIV, 7 de Obligat., 1pr). Pero como se advirtiera que las obligaciones nacidas de estas fuentes se asemejaban en cuanto a sus efectos, ora a las obligaciones ex contractu, ora a las obligaciones ex delictu, se hizo costumbre decir que en el primer caso, la obligación nacía quasi ex contractu y en el segundo caso quasi ex delicto (Cf. I.J., III,27;IV, 5). Sin llegar con mayor rigor a una definición menos empírica, acabaron por admitirse dos nuevas categorías de fuentes de las obligaciones : los cuasicontratos y los cuasidelitos, lo que condujo así a la clasificación de las fuentes en: contrato, cuasicontratos, delitos y cuasidelitos, en la que el delito se distinguía del cuasidelito en ser intencional aquél y no serlo éste”.


Es en la Instituta de Justiniano, una de las obras que constituyen la compilación del Corpus Juris Civilis, que es la principal fuente de conocimiento de derecho romano, en donde aparece la clasificación de las fuentes de las obligaciones en contrato, quasi ex contractu, el delito y el quasi ex delicto, no obstante ello, es pertinente destacar que de acuerdo con la definición  de obligación de Justiniano que fue citada en su oportunidad, la causa primigenia de ésta, no es otra que la ley.
1.3.2. FRANCIA.


Sin duda alguna, la obra de codificación del derecho civil más importante, fue la llevada a cabo en Francia por iniciativa de Napoleón, cuando éste era primer cónsul.

Refiere Ignacio Galindo Garfias, que “la comisión redactora de esta magna obra legislativa, que sirvió de modelo a casi todos los códigos civiles promulgados durante el siglo XX, estuvo formada por Tronchet, Presidente  del Tribunal de Casación y partidario del Derecho de las costumbres o Derecho Consuetudinario , Portalis, Bigot-Preameneau y Malleville”.


No puede decirse que el Código de Napoleón sea una obra enteramente original, puesto que es en realidad, es una coordinada del antiguo derecho consuetudinario francés de los principio del derecho romano y del derecho revolucionario.

Refiriéndose precisamente a la legislación en comento, Baudry Lacantineire citando a Laurent dice: “La legislación de un pueblo no puede surgir íntegramente del cerebro de un jurisconsulto; es el resultado de una labor de selección que hace el legislador, trabajando sobre materiales acumulados por siglos. Un legislador sabio ha de saber inspirarse en el pasado e innovar aquella parte que ha de tener aplicación”.


Ahora bien, en el Código de Napoleón, no  se encuentra  una norma especial definitoria, en cuanto a las fuentes de las obligaciones,  sin embargo, en su contexto se perfila muy bien el concepto, y siguiendo al derecho romano, divide las fuentes en contratos u obligaciones  convencionales en general (libro tercero, tit. III), cuasicontratos, delitos y cuasidelitos (libro tercero, tit. IV), a las cuales, Pothier agregó la ley.


Actualmente, el Código Civil Francés, establece que las fuentes de las obligaciones son las siguientes: a) los contratos, b) los cuasicontratos, c) los delitos, d) los cuasidelitos y d) la ley, siendo precisamente en este el último apartado, en donde se encuentran comprendidas todas aquéllas obligaciones que no encuadran en ninguna de las cuatro categorías precedentes.

Cabe señalar Carbonnier expresa que “la clasificación del Código Civil (francés) ha sido objeto de numerosas críticas: considerar a la ley como fuente de las obligaciones; pues propiamente, la ley es la fuente primordial del derecho; la inconsistencia de la noción de cuasicontrato; distinguir el delito del cuasidelito, cuando el régimen de una y otra figuras, es el mismo; la omisión de las fuentes nuevas, tales como la voluntad unilateral, el enriquecimiento sin causa, la responsabilidad sin causa, la responsabilidad sin culpa (fundada en el riesgo)… sólo la ley puede  modificar un sistema jurídico,  y por lo tanto crear obligaciones. Pero ella permanece inerte, para ponerse en movimiento se requiere un acto o un hecho jurídico”.

1.3.3. ESPAÑA.

Así como importante resulta conocer el derecho romano para vislumbrar los inicios de las fuentes de las obligaciones,  también es indispensable echar un vistazo al régimen jurídico castellano, fuente directa de injerencia en el derecho mexicano.


Para estar en posibilidad de lograr un mejor entendimiento del antiguo derecho español,  es menester  hacer referencia aunque sea brevemente a algunos aspectos históricos, y así pues, se debe indicar que lo que hoy conocemos como España, antes de ser una unidad política era un conjunto de reinos, cada uno con peculiaridades jurídicas, políticas e inclusive lingüísticas y es por ello que hasta el siglo XIX no es posible referirse propiamente a un derecho español, sino más bien a un derecho castellano, aragonés, catalán, etc.




Bien es sabido que el Imperio Romano en su afanosa conquista territorial logró dominar toda la Península Ibérica -Hispania- y a partir de entonces, en ésta región hubo una unificación cultural, imponiéndose entonces la religión y el sistema jurídico de los conquistadores (es decir, el derecho romano).




A grandes rasgos, se puede indicar que cuando Hispania formó parte del Imperio Romano, el derecho del Imperio conquistador se aplicó en la Península Ibérica  aproximadamente hasta el siglo V después de Cristo, y ello produjo una mezcolanza del derecho coexistente, arrojando como resultado varios cuerpos de leyes, tal como lo fue el llamado Liber Judiciorum. 




En aquella época, cada poblado contaba con un ordenamiento jurídico propio, habiéndose denominado a estos ordenamientos como fueros municipales, sin embargo junto con esos fueros era aplicado el Liber Judiciorum que hasta ese entonces era la más importante recopilación.




José Luis Soberanes Fernández evoca que es a partir del siglo XIII cuando se inicia la unificación del que llama “multiforme y abigarrado mosaico jurídico” existente en la Península Ibérica y que bien puede decirse que en Castilla, uno de los grandes reinos españoles, la unificación jurídica se llevó a cabo principalmente por Alfonso X  “el sabio”, quien mandó traducir del latín al castellano el Liber Judiciorum, llamándolo Fuero Juzgo y otorgándolo como fuero municipal a varias localidades en las que fue bien aceptado.



Ahora bien, siglos después, el Código Civil Francés de 1804, influyó enormemente en la legislación civil española, de tal manera que por cuanto hace a la situación concreta de las fuentes de las obligaciones, en dicha legislación se estableció que las obligaciones nacen: a) de la ley, b9 de los contratos y cuasicontratos y c) de los actos y omisiones ilícitos en que intervenga culpa o negligencia, sin embargo, a diferencia del Código de Napoleón, la legislación española no aceptó la distinción entre delitos y cuasidelitos, pues se consideró que ambos producen las mismas consecuencias: la obligación de responder del daño causado. 


Refiriéndose a esta legislación, Ignacio Galindo Garfias  menciona que “El Código distingue entre delito civil y delito penal, y dispone que cuando, cuando, como efecto de una conducta delictiva, se produce un daño, éste debe ser reparado por el autor del daño; la reparación es uno de los efectos del ilícito penal y se regula por las disposiciones del código de la materia; mientras que si la ilicitud de la  conducta no configura un delito penal, pero causa un daño, se aplican las normas del derecho civil para determinar la responsabilidad del autor.”
 

1.3.4. MÉXICO.


Se ha hecho referencia a las fuentes de las obligaciones en el derecho Romano, Francés y Español, principales fuentes de inspiración del derecho en nuestro país, sin embargo es ineludible posarse en México y  analizar de qué manera fueron  adoptadas éstas fuentes de las obligaciones, no sin pasar por alto que si bien es cierto a raíz de la conquista española imperó la cultura dominante y por ende su derecho en nuestro país, los antiguos mexicanos en un derecho si se quiere postergado, ya contemplaban también una importante fuente de obligaciones: el contrato. 

Refiriéndose precisamente  a la referida fuente de las obligaciones en el derecho prehispánico, Lucio Mendieta y Nuñez, refiere que entre los antiguos mexicanos, “la compraventa se celebraba sin formulismos. Se conocía el contrato de prenda. Las obligaciones se transmitían a los herederos. Se admitían la prisión por deudas y la esclavitud por el mismo motivo. Era conocida la fianza, para garantizar los contratos. Generalmente la fianza consistía en que el fiador se volvía esclavo del acreedor, si el deudor principal no pagaba. Se acostumbraba una especia de fianza colectiva, que obligaba a una o varias familias. Se practicaba el contrato de mutuo, con o sin intereses, aunque parece según  Zurita, que el primero estaba prohibido. Las transacciones mercantiles, se celebraban generalmente en los mercados, por medio de la compraventa y permuta. Se conocía el contrato de comisión. Pues era costumbre entre los comerciantes, dar a otros sus mercancías, para que las vendiesen en otros pueblos o regiones. Los contratos de aparcería y alquiler se celebraban, cuando en algún pueblo había tierras vacantes. El contrato de trabajo era muy común, pues se alquilaba gente para prestar algún servicio, transportar mercancías, etc. Todos los contratos eran verbales”.


A raíz de la conquista española (1519-1521), se produjo en nuestro país una dominación que desapareció casi por completo las costumbres que prevalecían entre los indígenas mexicanos de aquél entonces (entre ellas el derecho que era consuetudinario), e ingresó nuestra nación a ser parte del ámbito de las ideas occidentales que traían consigo los conquistadores mediante un proceso de asimilación que duró aproximadamente trescientos años en los cuales se consolidó la incorporación mexicana definitiva a la cultura occidental. 


En el aspecto jurídico, la influencia romana llegó a México de manera indirecta, pues las autoridades que gobernaron la Nueva España aplicaron  el derecho castellano que a su vez había recibido una poderosa afectación romana debido a que la Península Ibérica formó parte del Imperio Romano.


Cuando se abordó brevemente el tema relativo al antiguo derecho español, se mencionó que lo que hoy se conoce como España, anteriormente era un cúmulo de reinos, y ahora es conveniente agregar que esta situación prevaleció hasta el momento del descubrimiento de América y la posterior conquista.


Como bien es sabido, las tripulaciones que descubrieron las tierras americanas habían sido financiadas por Castilla, reino que se unió con el de Aragón y se consolidó como uno de los más grandes e importantes de la Península Ibérica. Este reino se consideró dueño de las tierras conquistadas y con todo el derecho de gobernar a éstas.


La primera intención de los dominadores  europeos fue aplicar en las tierras recién conquistadas el derecho de Castilla, más luego de algún tiempo, fue elaborado un ordenamiento legal destinado a ser aplicado en las nuevas tierras que constituyó el llamado derecho indiano y el cual obviamente estaba inspirado en el derecho castellano. No obstante lo anterior, en la época colonial coexistieron tanto el régimen castellano como el indiano, aplicándose uno como norma general y el otro como especial. Las investigaciones de Rafael De Pina refuerzan la idea anterior, pues dicho autor ha indicado que “la organización jurídica de la Colonia, fue un trasunto de la España. El Estado español dotó a la Nueva España de instituciones jurídicas semejantes a las de la metrópoli. Así es que…la legislación española tuvo vigencia en el México colonial, en los primeros tiempos, como fuente directa, y, posteriormente, con carácter supletorio, para llenar las lagunas del derecho dictado para los territorios americanos sometidos a la corona de España”.


A principios del siglo XIX tuvo lugar un importantísimo acontecimiento histórico para México: la proclamación de su independencia, más aún y cuando pudiera pensarse que dicho acontecimiento político implicó una liberación de toda influencia española, jurídicamente éste no tuvo el efecto de cesar la aplicación de la legislación castellana en la nueva nación, puesto que después del referido suceso, leyes como el Fuero Juzgo, de absoluta tendencia romanística, siguieron vigentes inclusive cuando se expidió legislación propiamente para la nueva nación continuó la afectación española puesto que las nuevas leyes siguieron la orientación de aquella normatividad  que se aplicó por tres largos siglos en el territorio mexicano.


No fue sino hasta el trece de diciembre de 1870, cuando se promulgó en nuestro país, el primer Código Civil para el Distrito y Territorios  de la Baja California, el cual, tuvo como fuente en primer término a los principios del derecho romano, al antiguo derecho español y al Código de Napoleón,  y al igual que éste último, no estableció una definición especial de las fuentes de las obligaciones, no obstante ello, del conjunto de normas que establece, surge una concepción exacta de las mismas, pues reglamentó en particular al contrato, al pago de lo indebido, la gestión de negocios y los hechos ilícitos, pero sin llamar a estos últimos delitos y cuasi-delitos, como lo hace el código francés.

Pasados unos años a partir de la vigencia del Código Civil de 1870, se consideró procedente su revisión, lo que motivó la elaboración de un nuevo Código Civil, que fue el Código Civil para el Distrito Federal y Territorio de la Baja California, publicado el 31 de marzo de 1884 y con vigencia a partir del primero de junio siguiente. Este ordenamiento no modificó en nada  la regulación del Código de 1870 en materia de fuentes de las obligaciones.

El 30 de agosto de 1928, se promulgó el Código Civil actual, mismo que entró en vigor el primero de octubre de 1932. Este ordenamiento, reemplazó al Código Civil de 1884, y tuvo aplicación en materia común en el Distrito Federal y en toda la República en materia Federal, hasta el año 2000, en el que se reformaron  y adicionaron varios de sus preceptos, limitándose su aplicación al Distrito Federal,  puesto que se otro Código Civil (que en realidad es una copia del de 1928), para ser aplicado en toda la República en materia Federal.

El Código Civil en vigor, destina su Libro IV a la materia de obligaciones, en la cual, puede percibirse en esencia, la clasificación de las fuetes en el derecho romano, aunque con algunas modificaciones. De esta manera, es de observarse que en el Capítulo I del libro en comento, establece las disposiciones relativas a los contratos. En el Capítulo II, reglamenta la declaración unilateral de la voluntad, para seguir con materias, que juicio de Ignacio Galindo Garfias, bien podrían quedar comprendidas en la figura del contrato y del cuasicontrato que aparecen en las Institutas de Gayo; así, en el Capítulo III regula el enriquecimiento ilegítimo y en el IV la gestión de negocios (esta última encuadraría en la clasificación romana de los quasi contractus).

El Capítulo V, Título I del  mismo Libro IV, regula a las obligaciones que nacen de los “actos ilícitos”, siendo lo correcto como se indicará en párrafos anteriores, que se haga referencia a hechos  ilícitos, fuente que en el derecho romano, encuadraría en el delictus, el cual, como se indicó en su oportunidad, se caracteriza por el daño causado.


El mismo capítulo V, se refiere a lo que se denomina responsabilidad objetiva, que bien podría ser incluida entre las varias causas de obligación romana (ex variis causarum figuris) y que alude al daño que se causa involuntariamente por el uso de cosas peligrosas, obligación que nace a cargo del dueño de esas cosas que por sí mismas  constituyen un peligro para los demás, de ahí que si se hace uso de ellas, se debe reparar el daño causado.

Así pues, la legislación civil vigente para el Distrito Federal,  no proporciona una definición ni clasificación expresa acerca de las fuentes de las obligaciones, más sin embargo, como se expresará a continuación, ésta se infiere. 
CAPITULO 2.
ANÁLISIS DE LAS FUENTES DE LAS OBLIGACIONES DERIVADAS DE HECHOS JURÍDICOS.

2.1. CONCEPTO DE HECHO JURIDICO Y DE ACTO JURÍDICO. SU COMPARACIÓN.



Es sabido que las normas jurídicas imponen deberes y confieren derechos, sin embargo, al prever éstos, las normas jurídicas sin simples “enunciados ideales”, que carecen de toda actualización objetiva, pues si bien es cierto que están enunciadas hipotéticamente en la norma, quizá nunca lleguen a actualizarse. Para que esos derechos y obligaciones adquieran efectividad, necesitan de un “algo” que provoque su actualización y activación concreta, para que así la norma cumpla con su cometido de regir las conductas que ella contempla.


 Bajo esa tesitura, resulta que en realidad, el surgimiento de las consecuencias de derecho, que emanan de un precepto de derecho, tiene lugar  sólo cuando se realiza el supuesto jurídico previsto en dicha norma jurídica. Es hasta ese momento, por el acontecer referido, cuando la norma jurídica adquiere “dinamismo” y los efectos que contiene son aplicables en particular a quienes, por la realización del supuesto de aquélla, ven alterados sus respectivos “status jurídicos”; un de ellos como obligado y el otro como derechohabiente.

Así pues, la realización del supuesto jurídico previsto en la norma de derecho tiene lugar a través de un acontecimiento, esto es, de un hecho, sin embargo éste no sólo implica una mutación en el mudo exterior, sino que además trae consigo un cambio en el ámbito jurídico.


Ese cambio en el mundo jurídico, se produce por que en atención de la realización del supuesto previsto por la norma, por el acontecimiento de que se trate, nacen unas consecuencias de derecho no existentes antes de dicha realización, y son precisamente los hechos o sucesos previstos en la norma y que producen las consecuencias en ella descritas, los que toman el nombre de hechos jurídicos.

Una vez hechas las consideraciones anteriores, es posible decir que los hechos jurídicos, en sentido amplio o lato, son aquéllos sucesos o acontecimientos de la naturaleza o del hombre de los que se derivan consecuencias jurídicas; desprendiéndose  entonces,  que en  la realización de un hecho jurídico puede o no intervenir la voluntad humana.

En ese entendido, suele denominarse hecho jurídico de la naturaleza o “material”, al suceso que se verifica sin la intervención de la voluntad y que es creador, transmisor,  modificador o extintor de obligaciones y derechos, por ejemplo el nacimiento o la muerte natural de un ser humano.

Por otra parte, los acontecimientos que producen consecuencias de derecho y en cuya realización interviene la voluntad humana, en mayor o menor medida, sin que esté presente el deseo en la producción de las consecuencias que ocasionan, se denominan hechos jurídicos en sentido estricto.

Es conveniente precisar que los  hechos jurídicos en sentido estricto son sucesos o acontecimientos relacionados con el hombre que producen efectos de derecho, creando obligaciones, sin embargo, es muy importante resaltar que a diferencia de los hechos jurídicos en sentido lato que crean,  modifican, transmiten  y extinguen obligaciones, los hechos jurídicos en sentido estricto, únicamente las crea.


Una vez que se ha hecho mención al hecho jurídico en sentido estricto, en el que se reitera, o hay una total exclusión de la voluntad humana o si ésta se encuentra presente, sólo infiere el la realización del acontecimiento y no en la producción de consecuencias jurídicas, y que viene a ser una especie del hecho jurídico en sentido amplio, es menester hacer referencia al acto jurídico, que es también una especie de los hechos jurídicos en sentido amplio.

“Por acto jurídico se ha entendido desde tiempo inmemorial a la manifestación externa de la voluntad unilateral, bilateral o plurilateral de una o más personas, que también provoca la realización de los supuestos jurídicos y la producción de las consecuencias de derecho o situaciones jurídicas con la finalidad de crear, transferir, modificar o extinguir obligaciones”.


En palabras sencillas, dice Capitant: ”Se define al acto jurídico como la manifestación exterior de la voluntad, con el fin de crear, transmitir, modificar o extinguir una obligación que sanciona la ley. El acto es deseado”.


Así pues, los actos jurídicos son manifestaciones de la voluntad del hombre, que se caracterizan, por que tienen la finalidad o intención de producir consecuencias de derecho.


Ahora bien, tal y como lo refiere Miguel Ángel Quintanilla, “siguiendo los cánones tradicionales, la distinción fundamental entre los hechos y los actos jurídicos estriba en considerar a los primeros como voluntarios o involuntarios, pero sin la intención de producir consecuencias de derecho, y considerar a los segundos, como manifestaciones de voluntad con l intención de producir consecuencias de derecho” 
; esto es, tanto el acto jurídico como el hecho jurídico son especies de los hechos jurídicos en sentido amplio, sin embargo, se diferencian en que  mientras en los primeros el hombre tiene la voluntad de realizar su conducta y con ello busca obtener las consecuencias jurídicas que pretende, en los segundos puede actuar voluntariamente, pero no tiene la intención de lograr las consecuencias de derecho, de ahí que no es la voluntad el elemento distintivo entre hecho jurídico y acto jurídico, sino que ese elemento distintivo es la consecuencia producida no deseada, creadora de obligaciones.
2.2. CLASIFICACIÓN.

Se ha dicho ya que diversos autores han enunciado y clasificado a las fuentes de las obligaciones, de múltiples maneras; así, unos consideran clasificaciones generales, en las que a su vez se encuadran clasificaciones particulares; a la que pertenece la clasificación dualista propuesta por el francés Julien Bonnecase, aceptada por Rojina Villegas y Ernesto Gutiérrez y González en el derecho mexicano. También existen  aquéllas posturas que enuncian de forma independiente cada una de las fuentes particulares.

El Código Civil para el Distrito Federal vigente (en adelante CCDF), establece una reglamentación específica de cada fuente, sin embargo, las ordena atendiendo a su clasificación como acto o como hecho jurídico, siguiendo de esta manera, la propuesta de Bonnecase, quien clasifica las fuentes en dos conceptos generales: los actos jurídicos la ley y los hechos jurídicos y la ley, considerando que en cada una de esas agrupaciones,  se localizan todas las fuentes particulares que generan obligaciones debido a que la ley así las reconoce.

Así pues, el CCDF reglamenta de manera autónoma y específica:

a) El contrato.

b) La declaración unilateral de la voluntad.

c) La gestión de negocios.

d) El enriquecimiento sin causa. 

e) El pago de lo indebido.

f) La responsabilidad objetiva o riesgo creado.
g) Los “actos” ilícitos por incumplimiento de obligaciones (responsabilidad subjetiva).

Las fuentes de las obligaciones enunciadas, pueden ser esquematizadas de la siguiente manera:

[image: image1]
Es prudente apuntar que como puede observarse  el cuadro que antecede, los actos jurídicos  deber ser considerados como unilaterales  o como bilaterales, siendo los primeros, los que se realizan por la voluntad de una sola persona y  los segundos, mediante la concurrencia de la voluntad de dos partes.


Por otro lado, los hechos jurídicos en sentido estricto, deben ser considerados bien como lícitos o bien como ilícitos, siendo los primeros,  aquéllos en donde el hombre puede darse cuenta de que su conducta produce consecuencias de derecho, independientemente de la intención del acto que las genera y cuando estas consecuencias son establecidas por la ley y la conducta es permitida por la misma, es precisamente cuando estamos en presencia de hechos lícitos, a diferencia de los hechos ilícitos, que son aquéllos que tienen lugar cuado existe una conducta humana culpable y antijurídica que causa un daño a la persona o bienes de otro debido precisamente a esa conducta.


Una vez expuesto lo anterior, a continuación se analizará cada una de las fuentes de las obligaciones reguladas por el CCDF.

2.3.  ANALISIS DE LAS FUENTES DE LAS OBLIGACIONES.
2.3.1. EL CONTRATO.
2.3.1.1. CONCEPTO.

Primeramente, debe indicarse que del cuadro expuesto en el apartado anterior, se advierte que tanto el convenio como el contrato, son actos jurídicos, y conforme al artículo 1792 del CCDF, convenio es el acuerdo de dos o más personas para crear, transferir, modificar o extinguir obligaciones, y el precepto siguiente dice que los convenios que producen o transfieren las obligaciones y derechos toman el nombre de contratos, es decir que el primero es el género y el segundo la especie, sin embargo,  ambos son productores de derechos y obligaciones.

Ignacio Galindo Garfias
 destaca que en el contrato intervienen dos o más personas declarando voluntades coincidentes entre las partes a fin de crear derechos y obligaciones de contenido económico, por lo que el contrato tiene uno o varios fines patrimoniales, distinguiéndose así de los demás acuerdos de voluntades o convenios de contenido extramatrimonial; además, agrega que en el contrato, las partes quedan vinculadas entre sí, existiendo una especie de sujeción del deudor o deudores, frente al acreedor o acreedores, quienes están jurídicamente facultados para exigir de aquéllos, el cumplimento en el acuerdo de voluntades, De hecho, si es necesario, esa exigencia del cumplimiento puede hacerla efectiva el acreedor, por medio de una acción judicial, que por su propia naturaleza es coercible, hallándose así una segunda diferencia entre el contrato y el convenio ya que este último no necesariamente es coercible.


No obstante lo anterior, tanto a los contratos como a los convenios, se les aplican las mismas reglas generales,  pues el artículo 1859 del CCDF dispone que las disposiciones legales sobre contratos serán aplicables a todos los convenios y a otros actos jurídicos, en lo que no se opongan a la naturaleza de estos o a disposiciones especiales de la ley sobre los mismos.

Mencionado lo anterior, puede decirse que el contrato implica el establecimiento de un vínculo jurídico  nacido del acuerdo de voluntades de dos o más personas para crear derechos y obligaciones de carácter patrimonial, cuyo cumplimiento puede ser exigido por las partes, coactivamente mediante la intervención del poder judicial. 
2.3.1.2. ELEMENTOS.


Para que un contrato adquiera una fuerza vinculatoria coercible entre las partes que lo celebran, es preciso que reúna ciertos requisitos que la ley establece y los cuales se clasifican en:
A) Elementos de existencia, que como su nombre lo indica, son aquéllos que necesariamente debe tener el contrato para existir y de  conformidad con el artículo 1794 del CCDF, son dos:

· Consentimiento.- entendido como la manifestación de la voluntad de las partes que tiende a crear derechos y obligaciones, y la cual de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1803 CCDF puede ser expresa o tácita. Es expresa cuando se manifiesta verbalmente, por escrito o por signos inequívocos. La  tácita resulta de hechos o de actos que la presupongan o que autoricen a presumirlos, excepto en los casos en que por ley o por convenio la voluntad deba manifestarse expresamente.
· Objeto que pueda ser materia del contrato, y  el cual, se refiere básicamente a la prestación  específica que debe realizar el deudor para satisfacer el interés contractual del acreedor y el cual puede consistir.


Cabe mencionar Ernesto Gutiérrez y González considera a un tercer elemento para la existencia del contrato  que es la solemnidad, la cual no es otra cosa que la forma elevada al rango de elemento de existencia. 
B) Elementos de validez, mismos que pueden extraerse del artículo 1795 del CCDF interpretado a contrario sensu, ya que dicho precepto establece que  el contrato puede ser invalidado por incapacidad legal de las partes o de una de ellas, por vicios del consentimiento, porque su objeto, o su motivo o fin sea ilícito o porque el consentimiento no se haya manifestado en la forma que la ley establece.


De esta manera, se tiene entonces que los elementos de validez del contrato son:  
· La  capacidad de los contratantes, siendo esta de dos tipos: capacidad de goce, que es la aptitud de una persona para ser sujeto de derechos y obligaciones y capacidad de ejercicio, que es la facultad para ejercitar los derechos y cumplir con  las obligaciones. 
· Ausencia de vicios del consentimiento, que implica que este último no debe ser deficiente por la existencia de algún vicio de la voluntad como podrían ser el error, el dolo, la mala fe, la violencia ola lesión.
· Objeto, motivo o fin lícito, el cual se refiere a que el objeto del contrato no debe ser contrato al orden público  ni a  las buenas costumbres.

· Forma que es el medio a través del cual se debe exteriorizar la voluntad de los contratantes de conformidad con los establecido por la ley.

Es menester indicar que la falta de capacidad, de forma y la presencia de vicios en el consentimiento ocasiona  la nulidad relativa del contrato, produciéndose  provisionalmente sus efectos pudiéndose confirmar el acto o convalidar solamente por los afectados. 


Por otra parte, la ilicitud en el objeto, motivo o fin del contrato produce la nulidad absoluta de éste, destruyéndose retroactivamente  los efectos que produjo una vez que es declarada judicialmente, pudiendo ser invocada por cualquier interesado.
2.3.1.3. CLASES.


Existen múltiples criterios para clasificar a los contratos siendo los más usuales los siguientes:
1.- En cuanto a sus prestaciones se clasifican en bilaterales si existen prestaciones recíprocas para las partes y unilaterales cuando solo existen prestaciones a cargo de una sola de las partes y derechos a favor de la otra.

2.- En cuanto a su sacrificio patrimonial y su ventaja se clasifican en onerosos y gratuitos. Son onerosos cuando cada una de las partes sufre un sacrificio patrimonial y a la vez le corresponde una ventaja, en cambio son gratuitos cuando una de las partes recibe una ventaja patrimonial y la otra sufre un sacrificio patrimonial.
3.-  Desde otro punto de vista los contratos se clasifican en nominados e innominados. Los primeros son aquellos que están previstos y reglamentados en el Código Civil e innominados son aquellos contratos que no están específicamente previstos en el Código Civil.

4.-   Considerando los efectos de lo convenido por los contratantes, contratos se clasifican en traslativos de dominio, traslativos de uso y disfrute, contratos de prestación de servicio, contratos de asociación y contratos de custodia.
5.-  Otra clasificación es la que distingue ente los contratos de ejecución inmediata y los de ejecución diferida, en los que como su nombre lo indica, las partes pueden pactar que el contrato se cumplirá desde luego (los de ejecución inmediata) o e una fecha posterior a su celebración(los de ejecución diferida).

No se desconoce que existen otras clasificaciones de contratos que atienden a diversos criterios, pero como ya se indicó las anteriores son las más usuales.

2.3.1.4. EFECTOS.


En principio debe indicarse que los contratos producen efectos entre quienes los celebran esto es entre las partes, sin embargo, Ignacio Galindo Garfias menciona que “algunos  autores distinguen los efectos principales de las obligaciones, de otros efectos que denominan auxiliares o secundarios, tendientes a la conservación del patrimonio del deudor como garantía general a  los acreedores (particularmente la acción pauliana y acción contra la simulación) para atacar los actos que el deudor realiza e perjuicio de aquéllos, cuando esos actos del deudor disminuyen su patrimonio, que es la garantía de pago con la que cuentan los acreedores”.
  

Es claro que los efectos fundamentales de  un contrato (que no son otros que la generación de derechos y obligaciones), se produce entre las partes contratantes, de manera tal, que aquellos que no intervinieron en ese acto, son ajenos a las obligaciones nacidas solo entre las partes que lo celebraron, sin embargo aquellos que no intervinieron en la  realización de un contrato, pueden aprovechar sus efectos o verse afectados por los mismos cuando ocurren determinadas circunstancias. Dichos terceros son causahabientes que ha adquirido de un modo u otro los derechos y obligaciones propias del vinculo contractual; de ahí que no debe dejar de puntualizarse que únicamente son parte en un contrato, quienes por si o mediante un representante crearon los derechos y obligaciones que el contrato es susceptible de producir, siendo por exclusión terceros, todas aquéllas personas ajenas al contrato. 

Atilio Aníbal Alterini, refiriéndose a los efectos del contrato respecto de terceros, los llama efectos secundarios o auxiliares y expresa:

“Los efectos auxiliares (o secundarios) tienden  a mantener la incolumidad del patrimonio del deudor. Abarcan:
1. Las medidas precautorias o cautelares, que pueden ser solicitadas antes o después de deducida la demanda judicial (art. 195 Cód. Proc.) y cuya finalidad es  asegurar provisionalmente el cumplimiento de la sentencia que se vaya a dictar más adelante y evitar que el acreedor sufra un perjuicio inminente o irreparable.
2. La acciones de integración y deslinde del patrimonio que, respectivamente, tienden a recomponer un desintegrado por un acto simulado (acción de simulación) o fraudulento (acción revocatoria), o a reemplazar al deudor  inactivo en la recepción de sus propios créditos ( acción subrogatoria, indirecta u oblicua); o –en el caso del deslinde- a evitar que se confundan dos patrimonios distintos, con desmedro de los acreedores de uno de los titulares (acción de separación de patrimonios).”
2.3.2. DECLARACIÓN UNILATERAL DE LA VOLUNTAD.
2.3.2.1. CONCEPTO Y ELEMENTOS.

La declaración unilateral de la voluntad es una fuente de las obligaciones que como se infiere de su denominación, consiste en la  emisión de la voluntad de una persona que pretende establecer un vínculo jurídico, con el fin de imponerse una obligación determinada. 

En la declaración unilateral de la voluntad, la persona que declara (a la que se denomina policitante), queda obligada frente a terceros por el simple hecho de haberlo querido así; es decir, por que así lo ha declarado frente a terceros, quienes son sujetos indeterminados.

De lo anterior puede deducirse que en la declaración unilateral de la voluntad como acto generador de obligaciones,   dos elementos han de estar presentes:
a) La exteriorización de la voluntad del declarante,  y

b) La prestación que se impone de manera unilateral.

2.3.2.2. DIVERSOS SUPUESTOS.


La legislación civil vigente, reconoce como formas de declaración unilateral de la voluntad: las ofertas al público, entre las que se consideran la oferta de venta, la promesa de recompensa y el concurso con promesa de recompensa, además de la estipulación a favor de terceros.
A) Oferta de venta al público.-  Consiste en el hecho de ofrecer al público objetos en determinado precio,  quedando obligado el dueño a sostener su ofrecimiento (artículo  1860 del CCDF); ello implica que la oferta no puede ser revocada después de haber sido aceptada por cualquier persona.

De manera concreta, puede decirse que las ofertas al público están dirigidas “a toda persona que pueda tener conocimiento de ellas, con la expresión de los elementos esenciales de una prestación que se ofrezca cumplir, seria y hecha con el ánimo de satisfacer en su oportunidad”.

B) Promesa de recompensa.- El artículo 1861  del CCDF es el que prevé esta especie de declaración unilateral de la voluntad, cuando dispone que “El que por anuncios u ofrecimientos hechos al público se comprometa a alguna prestación en favor de quien llene determinada condición o desempeñe cierto servicio, contrae la obligación de cumplir lo prometido”.


“En esta figura, la voluntad de una persona (aunque pueden ser varias unificadas), se exterioriza como una oferta pública dirigida a la persona que ejecute un acto o lleve a cabo un hecho que el oferente u oferentes señala expresamente en la oferta, por manera que en el momento en que se emite la declaración de voluntad de él o los destinatarios de la oferta no son aún conocidos, por que se ignora quién o quienes realizaran o ejecutarán el hecho o hechos señalados como la contraprestación que les dará derecho a exigir el pago de a recompensa mencionada”. 


Cabe indicar que  Ignacio Galindo Garfias destaca que la oferta de recompensa se caracteriza por ser pública, es decir que debe hacerse conocer por cualquier persona no determinada, que permanece incierta hasta el momento en que se individualiza por el solo hecho de realizar el acto o hecho señalados como requisito para otorgar la recompensa ofrecida. 

C) Concurso con promesa de recompensa.- Se encuentra establecida en el artículo 1866 del CCDF que establece que en los concursos en que haya promesa de recompensa para los que llenaren ciertas condiciones, es requisito esencial que se fije un plazo; y el artículo 1867 expresa que el promitente tiene derecho de designar la persona que deba decidir a quién o a quiénes de los concursantes se otorga la recompensa.

En esta especie de declaración unilateral de la voluntad, la recompensa se otorga a la persona que en competencia con otras y bajo ciertas reglas, obtiene un triunfo.

D) Estipulación a favor de tercero.- “Es la declaración unilateral de voluntad realizada por el promitente, a raíz de una operación principal entre él y el estipulante, y en virtud de la cual, un tercero (promisorio o beneficiario) se convierte en acreedor, inclusive sin saberlo”.

La estipulación a favor de tercero constituye en realidad una cláusula accesoria del contrato, toda vez que el artículo 1868 del CCDF establece que en los contratos se pueden hacer estipulaciones en favor de tercero, de ahí que tiene que generarse en un acuerdo de voluntades en el que las partes determinan un beneficio a favor de un tercero, sin embargo, debe aclararse que se trata de un acto unilateral por que los contratantes se ubican de un lado de la relación jurídica para convenir algo a favor de alguien que no es parte en el contrato, pero que adquiere derechos en su favor.

2.3.3. GESTIÓN DE NEGOCIOS.

2.3.3.1. CONCEPTO.


La gestión de negocios se podría definir como ”la intromisión voluntaria y gratuita en uno o varios negocios ajenos, sin el consentimiento del titular del mismo, ni por autoridad de la ley, pero que ésta permite  para evitarle daños mayores, o proveerle un beneficio, y del cual se derivan derechos y obligaciones recíprocos entre el gestor y el dueño del negocio”.


El CCDF, se abstiene de definir la gestión de negocios, sin embargo, en su artículo 1888 señala, que aquél que sin mandato y sin estar obligado a ello se encarga de un asunto de otro, debe obrar conforme a los intereses del dueño del negocio.


Concretamente, la gestión de negocios es una situación jurídica que se produce cuando una   persona lleva a cabo un negocio ajeno, con la intención de evitar un daño o proveer un beneficio al dueño, sin haber recibido de él mandato alguno ni ostentar un cargo que le obligue o le faculte para ello.
2.3.3.2. ELEMENTOS.


Los elementos constitutivos de esta fuente de obligaciones son los siguientes: 

a) Existen dos sujetos que integran el vínculo jurídico: uno activo, llamado gestor, y otro pasivo, denominado “dueño del negocio”.
b) El gestor debe llevar a cabo un negocio ajeno, siendo ésa precisamente su intención, ya que si realiza un negocio propio creyéndolo ajeno o un negocio ajeno creyéndolo propio, no tuenen lugar las consecuencias de la gestión.
c) El gestor, debe actuar sin ninguna obligación derivada de la representación, ya sea voluntaria o legal, pues si se lleva a cabo un negocio ajeno, pero es impulsado por una obligación derivada de  una representación establecida por la ley (como por ejemplo en el caso de la patria potestad), o es procedente de un contrato de mandato, no estará en el supuesto de la gestión de negocios.

Es menester indicar, que Ernesto Gutiérrez y González, estima que el carácter voluntario con el que debe actuar el gestor, es un elemento más de la fuente de obligaciones en comento, sin embargo, éste queda comprendido en el inciso letra “c”, relativo a que el gestor debe actuar sin obligación.
2.3.3.3. FORMAS ESPECÍFICAS DE GESTIÓN.

El CCDF, regula algunas formas precisas de gestión; así por ejemplo, el artículo 1908 dispone que  cuando sin consentimiento del obligado a prestar alimentos, los diese un extraño, éste tendrá derecho a reclamar de aquél su importe, a no constar que los dio con ánimo de hacer un acto de beneficencia.

El precepto referido indudablemente se refiere  a una gestión de negocios, puesto que alude al  cumplimiento de la obligación de pago de alimentos, por una persona a quien no le corresponde la obligación legal de otorgarlos, quien en todo caso, tiene derecho a reaclamar su importe siempre que lo haya hecho con el ánimo de obligar a quien le corresponda conforme a la ley, sin embargo, si el que otorga los alimentos los hace como acto de beneficencia, pierde todo derecho de reclamarlos, pues se entiende que lo hace como donación.


El artículo 1909 del cuerpo legal en cita, regula otra forma especial de gestión, cuando establece que los gastos funerarios proporcionados a la condición de la persona y a los usos de la localidad, deberán ser satisfechos al que los haga, aunque el difunto no hubiese dejado bienes, por aquellos que hubieren tenido la obligación de alimentarlo en vida.

De lo anterior, se infiere que  los gastos funerarios  deben ser retribuidos cuando son hechos por una persona a la que no correspondía hacerlos, debiendo mencionarse que en este caso, el pago atañe a quien o quienes tenían obligación alimentaria con el difunto.

Finalmente, otra forma específica de gestión, lo es la de tipo judicial, que es la que se presenta en asuntos litigiosos, en los que puede intervenirse como parte actora o como parte demandada, cuando la ley así lo permite. La regulación específica de esta gestión, está en el  Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal el cual la admite para representar al actor o al demandado en un juicio, siempre y cuando se otorgue una fianza para garantizar que el titular del negocio judicial aceptará y acatará lo juzgado y sentenciado, y que indemnizará los gastos y perjuicios causados. Dicha fianza es calificada por el Tribunal en donde se ventila el juicio  en el que habrá de intervenir el gestor.
2.3.4. ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA.

2.3.4.1.  CONCEPTO.


El enriquecimiento sin causa, también denominado enriquecimiento ilegítimo, consiste “en el desplazamiento de valor de un patrimonio a otro, con empobrecimiento del primero y enriquecimiento del segundo, y sin que ello esté justificado por una operación jurídica o por la ley”. 


Gutiérrez y González lo define como “el acrecentamiento sin causa que recibe una persona en su patrimonio económico o moral en detrimento –directo en el primero e indirecto en el segundo- de otra persona”. 


El CCDF, en su artículo 1882, prevé que el que sin causa se enriquece en detrimento de otro, está obligado a indemnizarlo de su empobrecimiento en la medida que él se ha enriquecido.



Así pues, el enriquecimiento sin causa es la situación jurídica que se presenta cuando existe desplazamiento de valor de un patrimonio a otro, con empobrecimiento del primero y enriquecimiento del segundo, sin que exista justificación legal para ello.

Es muy importante precisar que en esta fuente generadora de obligaciones, el enriquecido, no está obligado a más de aquello con lo que se ha enriquecido, lo cual debe tenerse siempre presente, ya que es dicha situación, la que la distingue del pago de lo indebido, en donde el que acepta el pago de mala fe, se halla obligado más allá de aquello con lo que se enriqueció, según se indicará con posterioridad.
2.3.4.2. ELEMENTOS.


Para señalar los elementos constitutivos  del enriquecimiento sin causa,  es menester hacer referencia a una jurisprudencia, emitida por la hoy extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  visible en el Apéndice de 1995,  Sexta Epoca,  Tomo IV, parte  SCJN,  Tesis  253, página 173, que establece “ENRIQUECIMIENTO ILEGITIMO. ELEMENTOS. La acción de enriquecimiento ilegítimo a que se refieren los artículos 1882 del Código Civil y 26 del de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, está constituida por los siguientes elementos: 1. Enriquecimiento del demandado, quien obtiene algo que no estaba en su patrimonio. 2. Empobrecimiento del actor, al perder algo que estaba en su patrimonio, o dejar de recibir lo que tenía derecho. 3. Que exista vínculo de causalidad entre los dos elementos anteriores, es decir, deben ser recíprocos y correlativos, de tal manera que no pueda existir el enriquecimiento si no es como efecto del empobrecimiento y a la inversa. 4. Que el desplazamiento patrimonial carezca de causa jurídica, contractual o extracontractual, de modo que la persona empobrecida no tenga otro medio para obtener la indemnización”.


De la simple lectura de la jurisprudencia citada, se advierte que los elementos del enriquecimiento sin causa son:

· El enriquecimiento de un sujeto.

· El empobrecimiento de otro sujeto.

· Que exista una relación directa entre el enriquecimiento y el empobrecimiento de dichos sujetos.

· Que no exista causa o motivo legal que justifique dicho acontecimiento.


Cabe agregar que el enriquecimiento implica un aumento en el patrimonio de un sujeto que generalmente se da en atención a una adición a tal patrimonio, pero pede darse también por que dicho sujeto no haya efectuado un gasto que estaba obligado a hacer, es decir, que su patrimonio debió haber disminuido pero esa disminución no se realizó.
2.3.5. PAGO DE LO INDEBIDO. 
2.3.5.1. CONCEPTO.


Bajo la denominación de pago de lo indebido, el CCDF en vigor regula una fuente de obligaciones que la doctrina considera como una especie del enriquecimiento sin causa. 

Manuel Borja Soriano considera que hay pago de lo indebido “cuando una persona, quien por error cree que es deudora de otra, le entrega una cosa o ejecuta otra prestación a favor de ella”.


De Diego lo define como “la relación o vínculo jurídico que se establece entre la persona que recibe lo que no tenía derecho a recibir y aquélla que paga por error, en cuya virtud el cobrador se constituye en la obligación de restituir lo indebidamente pagado”.


Así pues, puede decirse que el pago de lo indebido es una especie del enriquecimiento si causa,  que consiste en la entrega de una cosa que no se tenía la obligación de entregar.

 
Por su parte, el artículo 1883 del CCDF, regula esta fuente de obligaciones cuando dispone en su primer párrafo que cuando se reciba alguna cosa que no se tenía derecho de exigir y que por error ha sido indebidamente pagada, se tiene obligación de restituirla.

2.3.5.2. ELEMENTOS.


Los elementos que necesariamente deben presentarse para que tenga lugar son los siguientes:

· La inexistencia de una deuda.

· Una prestación que se otorga a título de pago.

· El error por parte de quien ejecuta la prestación (supuesto deudor).

Cabe resaltar que de acuerdo con el artículo 1891 del CCDF, la prueba del pago incumbe al que pretende haberlo hecho. También corre a su cargo la del error con que lo realizó, a menos que el demandado negare haber recibido la cosa que se le reclama. En este caso, justificada la entrega por el demandante, queda relevado de toda otra prueba. Lo anterior no limita el derecho del demandado para acreditar que le era debido lo que recibió.


Por otra parte, el artículo 1883 del CCDF ordena en su párrafo segundo que si lo indebido consiste en una prestación cumplida, cuando el que la recibe procede de mala fe, debe pagar el precio corriente de esa prestación; si procede de buena fe, sólo debe pagar lo equivalente al enriquecimiento recibido.

Ahora bien, el que acepta un pago indebido, si procede de mala fe, debe abonar el interés legal cuando se trate de capitales, o los frutos percibidos y los dejados de percibir, de las cosas que los produjeren, y además, responderá de los menoscabos que la cosa haya sufrido por cualquier causa, y de los perjuicios que se  ocasionado al que la entregó, hasta que la recobre. No responderá del caso fortuito cuando éste hubiere podido afectar del mismo modo a las cosas hallándose en poder del que las entregó. Si el que recibió la cosa con mala fe, la enajenó a un tercero que tuviere también mala fe, el dueño podrá reivindicarla y cobrar de uno u otro los daños y perjuicios. (artículos 1884 y 1885 CCDF)

A diferencia del que acepta un pago indebido de mala fe, quien lo acepta de buena un pago de cosa cierta y determinada, sólo responde de los menoscabos o pérdidas de ésta y de sus accesiones, en cuanto por ellos se hubiere enriquecido. Si la hubiere enajenado, restituirá el precio o cederá la acción para hacerlo efectivo. (artículo 1887 CCDF)

Es importante indicar también que el que de buena fe acepta un pago indebido, tiene derecho a que se le abonen los gastos necesarios y a retirar las mejoras útiles, si con la separación no sufre detrimento la cosa dada en pago , ya que si sufre, tiene derecho a que se le pague una cantidad equivalente al aumento de valor que recibió la cosa con la mejora hecha. (artículo 1889 CCDF)

Finalmente, debe hacerse notar que queda libre de la obligación de restituir  quien creyendo de buena fe que se hacía el pago por cuenta de un crédito legítimo y subsistente, hubiese inutilizado el título, dejado prescribir la acción, abandonando las prendas, o cancelado las garantías de su derecho. En este caso, de conformidad con lo establecido por el artículo 1890 de CCDF, el que pagó indebidamente, sólo podrá dirigirse contra el verdadero deudor o los fiadores, respecto de los cuales la acción estuviese viva.

2.3.5.3. EFECTOS.


El efecto  principal del pago de lo indebido, es la acción de restitución que tiene el supuesto deudor para reclamar lo que ha pagado indebidamente al supuesto acreedor. Dicha acción que el aparente deudor puede ejercitar ante los órganos jurisdiccionales respectivos, se encuentra plasmada en el ya citado artículo 1883 del CCDF, primer párrafo cuando dispone: “Cuando se reciba alguna cosa que no se tenía derecho de exigir y que por error ha sido indebidamente pagada, se tiene obligación de restituirla”.  

No debe olvidarse que en el pago de lo indebido, el que acepta el pago de mala fe, se halla obligado más allá de aquello con lo que se enriqueció, según quedó expuesto con antelación, lo que hace diferente a esta fuente de obligaciones del enriquecimiento sin causa, en donde por disposición del artículo 1882 del ordenamiento legal en comento, el enriquecido, no está obligado a más de aquello con lo que se ha enriquecido.

2.3.6. RESPONSABILIDAD OBJETIVA.

2.3.6.1. CONCEPTO.


Manuel Bejarano Sánchez,  estima que la responsabilidad objetiva o por riesgo creado, “consiste en afirmas que todo aquél que haga uso de un aparato peligroso, que aumente los riesgos de provocar daños, a los demás, debe responder de la reparación de los que se produzcan con dicho objeto por su sólo aprovechamiento, aunque no incurra en culpa o falta de conducta y aunque no viole ninguna disposición normativa”.


La responsabilidad objetiva o también conocida como responsabilidad objetiva por riesgo creado, como se advierte de la definición del autor citado en el párrafo precedente,  es una fuente de las obligaciones, que se encuentra prevista en el artículo 1913 del CCDF que establece:

“ARTICULO 1913.- Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o substancias peligrosos por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas, está obligada a responder del daño que cause, aunque no obre ilícitamente, a no ser que demuestre que ese daño se produjo por culpa o negligencia inexcusable de la víctima”.

Como puede apreciarse de la simple lectura de dicho, la ley  impone obligaciones para quien usa o aprovecha maquinaria, aparatos o mecanismos que producen daños a otro, siendo la peligrosidad del uso de tales bienes, la causa u origen de la obligación de reparar el daño causado.

Así pues, en términos sencillos, la fuente de obligaciones motivo de estudio, consiste en la situación jurídica que tiene lugar cuando ante la conducta lícita, jurídica e inculpable de una persona, ésta causa un daño a otro, por aprovechar un objeto peligroso que crea riesgo de daños.

2.3.6.2. ELEMENTOS.


El artículo 1932 del CCDF dispone que responderán los propietarios, de los daños causados: 
1. Por la explosión de máquinas, o por la inflamación de substancias explosivas;

2. Por el humo o gases que sean nocivos a las personas o a las propiedades;

3. Por la caída de sus árboles, cuando no sea ocasionada por fuerza mayor;

4. Por las emanaciones de cloacas o depósitos de materias infectantes;

5. Por los depósitos de agua que humedezcan la pared del vecino o derramen sobre la propiedad de éste;

6. Por el peso o movimiento de las máquinas, por las aglomeraciones de materias o animales nocivas a la salud o por cualquiera causa que sin derecho origine algún daño.


Del precepto anterior, así como del contenido del artículo 1913, citado en el apartado anterior, es posible determinar que los elementos de la responsabilidad objetiva son los siguientes:

a) Que se haga uso un mecanismo peligroso.

b) Que se cause un daño.

c) Que exista una relación de causa-efecto entre el  uso un mecanismo peligroso y el daño ocasionado.
d) Que no exista culpa inexcusable de la víctima.


Refiriéndose al último de los elementos citados, Javier Martínez Alarcón expresa que éste,  “en esencia, no forma parte de la responsabilidad  objetiva, aunque indefectiblemente si la víctima es responsable, de los daños, se elimina la responsabilidad en virtud de que deja de operar el tercer elemento, consistente en la relación directa entre hecho y daño. La culpa inexcusable de la víctima, si es que se le culpa, exime de responsabilidad a quien usa las cosas peligrosas; en consecuencia, es un excluyente de responsabilidad”.


Cabe decir que en el derecho del trabajo, la responsabilidad objetiva es conocida como riesgo profesional y se funda básicamente en el hecho de que los patrones, por el uso y explotación  de aparatos de los cuales obtienen beneficios, requieren  su vez la exposición física  de los trabajadores a esas cosas peligrosas.

Es muy importante destacar, que esta especie de responsabilidad, se prescinde de todo elemento de culpabilidad, es decir,  que sólo se toma en cuenta  el daño sufrido por la víctima, no calificándose en modo alguno la conducta del que debe resarcir a quien ha sufrido el daño.
2.3.7. HECHOS ILÍCITOS.

2.3.7.1.CONCEPTO.


En el capítulo primero de la presente investigación, se hizo referencia a la distinción entre actos y hechos jurídicos, habiéndose indicado que en el acto,  a diferencia del hecho, el agente que lo ocasiona, tiene la intención de producir  consecuencias de derecho, lo que no acontece con los hechos jurídicos, de ahí que es posible aseverar que si en los hechos jurídicos no existe la intención para obtener consecuencias jurídicas, no es  correcto hablar de la existencia de actos ilícitos,  sino de hechos  ilícitos,   ya que el ilícito (que es una conducta que viola una norma de orden público o las bunas costumbre) constituye un hecho en tanto que el que incurre en él, no tiene el propósito de atraer las consecuencias jurídicas de su conducta, aunque esté consciente de las, pues se producen necesariamente  por disposición de la ley;  no obstante lo anterior, el CCDF los regula bajo la denominación de “actos” ilícitos.

Hecha la aclaración anterior, Chironi dice que “Todo hecho que produce la violación de un deber, ya tenga su razón de ser en la voluntad, ya en la ley, es un hecho ilícito (…) La ilicitud está no sólo en el obrar, en el hacer, sino también en el no hacer (omisión), por que se viola el derecho ajeno”. 


Por su parte, Manuel Bejarano Sánchez estima que “el hecho ilícito –fuente de obligaciones- es una conducta antijurídica culpable y dañosa, la cual impone a su autor la obligación de reparar los daños y engendra a su cargo una responsabilidad civil. O dicho de otra manera: hecho ilícito es la violación culpable de un deber jurídico que causa daño a otro y que responsabiliza civilmente”.


Concretamente, puede decirse que hechos ilícitos son aquéllos que tienen lugar cuado existe una conducta humana culpable o dolosa, antijurídica, que causa un daño a la persona o bienes de otro debido precisamente a esa conducta.

Los hechos ilícitos, implican una contrariedad a las normas jurídicas, que atañen al comportamiento del sujeto que las transgrede, por tal motivo, la obligación de resarcir al afectado por tal conducta contraria a derecho se denomina responsabilidad subjetiva, en oposición a la responsabilidad subjetiva, en la que, como  oportunamente se  indicó, el aspecto que la identifica,  es características de peligrosidad de un objeto, siendo intrascendente la conducta del responsable.
2.3.7.2. ELEMENTOS.


El artículo 1910 del CCDF establece que el que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo, a menos que demuestre que el daño se produjo como consecuencia de culpa o negligencia inexcusable de la víctima. 

Del precepto anterior, puede advertirse con toda claridad que los elementos del hecho ilícito civil son los siguientes:

A. Una conducta ilícita (culposa o dolosa),

B. Que sea imputable (atribuible) a una persona como autora de dicha conducta, y
C. La existencia de un daño causado con motivo de dicha conducta.


A. Por cuanto hace al primero de los elementos citados, es menester indicar que  el  artículo 1830 del CCDF, establece que es ilícito el hecho que es contrario a las leyes de orden público o a las buenas costumbres.


Ahora bien, el elemento de ilicitud, es el que debe estar presente en la conducta del productor de un hecho ilícito, para que se le califique en todo caso como responsable., esto es, que para que tenga lugar el hecho ilícito civil, como fuente de obligaciones, es imprescindible la realización de una conducta contraria a derecho que provenga de falta de cuidado o negligencia o bien, de una actitud malévola o intencional.


Javier Martínez Alarcón, asegura que ilícito equivale a conducta culpable y que en el campo del derecho civil, así debe ser conceptuada tanto la que se da por negligencia, o falta de diligencia, como la que tiene intención de causar un daño, que a su vez conduce a los conceptos de dolo y mala fe.


Así pues,  “incurre en culpa, quien proyecta voluntariamente su acción hacia un fin perjudicial y quien, debiendo preverlo no lo ha hecho o columbrándolo, no toma las medidas racionales para evitarlo”
; de esta manera, resulta entonces que el  ejecutor de un hecho ilícito, puede realizarlo por imprudencia, negligencia, descuido o torpeza, y entonces se dice que existe culpa en sentido estricto, pero también puede ser que  lleve a cabo su conducta  de manera deliberadamente intencional, y en este caso, se está ante la presencia del dolo.


B. Por lo que hace al segundo de los elementos de hecho ilícito, relativo a que sea imputable a una persona, la realización de una conducta ilícita,  es menester señalar que la imputabilidad significa la atribución de la conducta en comento al autor de la misma, lo que genera a su vez genera una relación de causa-efecto.


Así pues, la ilicitud significa la violación  del orden jurídico, en tanto que la imputabilidad  significa la atribución de la conducta indebida a una persona determinada que es la autora de dicha conducta.

C. Finalmente, el tercer elemento del hecho ilícito, implica que la conducta ilícita, atribuible a una persona determinada, como autora de la misma,  ocasione un daño a la víctima,   el cual, se puede traducir en una  pérdida  pecuniaria, en un menoscabo en la salud, en su integridad física,  y la lesión espiritual resentida en sus sentimientos, creencias o afecciones.

Enneccerus, proporciona el siguiente concepto de daño: “Daño es toda desventaja que experimentamos en nuestros bienes jurídicos (patrimonio, cuerpo,  vida, salud, honor, crédito, bienestar, capacidad de adquisición, etcétera”.


Así entonces, el daño es un menoscabo que sufre una persona en su patrimonio, en su integridad física o en sus sentimientos o afecciones.


En síntesis, el hecho ilícito se produce cuando existe una conexión entre una conducta ilícita (culposa o dolosa), la imputación a la persona emisora de la conducta y la producción de un daño ocasionado directamente por la conducta.
2.3.7.3. LOS TORTS EN EL DERECHO ANGLOSAJÓN.

En el derecho inglés, bajo la denominación “Torts”, “se regulan las obligaciones que nacen de los  actos lícitos y que traen consigo la reparación del daño mediante el pago de la indemnización correspondiente a quien lo haya sufrido”.


La figura de los Torts, en el derecho anglosajón,  es similar a lo que en nuestro sistema se conoce como hechos ilícitos, al menos, así se desprende de la siguiente definición  que sobre el Trot, que aportan Winfield & Jolowicz: “La obligación toticera surge por la violación de un deber primario fijado por la ley; este deber es para todas las personas en general y su violación es resarcible por un acción de daños y perjuicios ilíquidos”. 


José de Jesús López Monroy expresa que “el Tort ha quedado definido como una injusticia privada ajena al contrato. La responsabilidad del Tort surge del rompimiento de un deber elemental de cuidado señalado por el derecho…Los torts se refieren a injurias de la persona a las propiedades o a la reputación”. 


Del concepto anterior, debe indicarse, que por obligación primaria, debe entenderse una obligación directa, y no sustituta, y por daños y perjuicios ilíquidos, debe entenderse aquéllos que el juzgador puede deducir, y no forzosamente quiere decir que representen una cuantía indeterminada.

Clerk & Lindsel
, refieren que en la actualidad, los componentes de todo  Tort, son los siguientes:

1. Un acto o una omisión por parte del demandado o de una persona de quien se deba de responder.

2. Un elemento mental, bien sea de intención o de negligencia.

3. Un daño.


Como puede apreciarse, los elementos del Tort inglés, son similares a los del hecho ilícito: una conducta (que en nuestro derecho se precisa que debe ser ilícita e imputable a una persona como autora de dicha conducta), un elemento mental (que en nuestro  sistema es la culpa o  el  dolo) y un daño.

No obstante lo anterior, Manuel Moguel Caballero indica que el Tort inglés, tiene peculiaridades que hacen difícil su transportación a nuestro lenguaje, ya que bajo su rubro, se estudian más casos que en nuestros ilícitos,  pues además de comprender “delitos civiles”, incluye interdictos y no se oponen en ciertos casos a los contratos, antes, fortalecen su cumplimiento.


Los Torts en general, comprenden todo agravio, ya sea que vaya acompañado o no de un daño patrimonial. Geldart  afirma que “infligir una injuria injustificada crea una obligación en tort”.


Como se dijo ya, en los Torts, la responsabilidad, puede consistir en el pago de daños y perjuicios, sin embargo, en ocasiones se puede obtener un mandamiento denominado injuction que prohíbe al demandado empezar o continuar una injuria.


La responsabilidad que emerge del tort inglés, y refiriéndose a ella, Eugenio Ursúa-Cocke  dice que se puede agrupar en tres rubros las formas bajo las cuales puede surgir dicha responsabilidad: “1) como resultado de un acto o una omisión, es decir, si existe una obligación legal de actor, o del acto u omisión de otra persona, si el demandado sostiene con ella alguna relación particular (como la de patrón a trabajador); 2) por culpa, sujeta a veces a la intención, pero más frecuentemente por negligencia, si bien en ciertos casos puede haber responsabilidad estricta con importancia variable de la culpa del demandado; y 3) aquéllos muy pocos casos en que no se requiere prueba de daños efectivos…).


Así entonces, el Tort inglés es  una figura que se asimila a los hechos ilícitos en nuestro derecho, sin embargo, en tanto que genera la obligación de resarcir de daños y perjuicios  ocasionados con motivo de responsabilidad, sin embargo en el derecho inglés, la responsabilidad generada con motivo de los Torts, es muy amplia.
2.3.8. LOS DEBERES JURÍDICOS.


Aún y cuando el CCDF, no contempla en un apartado del  Libro Cuarto de manera expresa a la ley como fuente de las obligaciones, en el primer capítulo de la presente investigación se mencionó que ésta, es una importantísima fuente generadora de obligaciones, hasta el punto que algunos a se han llegado a  considerarla como la única fuente en razón de que todas las demás, tienen dicho carácter  en virtud de que es precisamente la ley la que determina que lo sean.

Sin embargo, y no obstante que todas las fuentes de las obligaciones derivan de la ley, puesto que no existe ningún vínculo jurídico obligacional sin una norma de derecho que previamente lo regule, existe una categoría de obligaciones que deriva disposiciones legales, sin  que exista de por medio algún hecho o acto concreto. Esta categoría de  obligaciones, se conoce como deberes jurídicos y procede directamente de la ley.

Rafael De pina expresa que “ la afirmación de que todas las obligaciones nacen, en realidad, de la ley, es desde luego exacta, pero hay que aclarar, sin embargo, que cuando se agregan a ella otras fuentes,  (el contrato, la gestión de negocios, etc.), lo que se hace es establecer una distinción entre las obligaciones que tienen como fuente inmediata la ley y aquéllas que la tienen como fuente mediata, que son todas las demás”.


Así pues, existen obligaciones que tienen como causa inmediata la ley y  otras que la tienen como causa mediata, siendo las primeras los deberes jurídicos.

Por su parte, Ernesto Gutiérrez y González considera que el deber jurídico, es “la necesidad de observar voluntariamente una conducta, conforme a lo que prescribe un norma de derecho, ya a favor de una colectividad, ya de persona o personas determinadas.”


Kelsen ha dicho que “el deber jurídico es aquélla conducta contraria  al acto antijurídico; es decir, el contenido del deber jurídico se determina exclusivamente por oposición al contenido del acto antijurídico. De esta suerte, si el acto antijurídico es aquélla conducta que el derecho toma en cuenta para aplicar la sanción, de tal manera que siempre  resulta ser el hecho condicionante de la consecuencia coactiva, el deber jurídico va a ser justamente la conducta contraria a la que constituye el contenido del acto antijurídico. Por lo tanto, el contenido del deber jurídico se determina realizando la conducta opuesta a la que la ley toma en cuenta como condición de la consecuencia coactiva”.


Un ejemplo de deber jurídico, lo establece el artículo 411 del CCDF, cuando establece que en la relación entre ascendientes y descendientes debe imperar el respeto y la consideración mutuos, cualquiera que sea su estado, edad y condición, ya que hay una norma  de derecho que categóricamente impone a los ascendientes y descendientes de la familia, el deber de respetarse.

Otra ejemplo de deber jurídico, lo constituye el artículo 164 del CCDF, que dispone:

 “ARTICULO 164.- Los cónyuges contribuirán económicamente al sostenimiento del hogar, a su alimentación y a la de sus hijos, así como a la educación de éstos en los términos que la ley establece, sin perjuicio de distribuirse la carga en la forma y proporción que acuerden para este efecto, según sus posibilidades. A lo anterior no está obligado el que se encuentre imposibilitado para trabajar y careciere de bienes propios, en cuyo caso el otro atenderá íntegramente a esos gastos.


Ahora bien,  Kelsen
 asegura que fácilmente se puede deducir cuáles son los deberes jurídicos si se piensa en que el legislador establece sanciones para determinadas conductas  antijurídicas, que no se desea que se realicen, (por ejemplo el apoderarse de los bienes de otro o privar de la vida a alguien), siendo las conductas establecidas en la ley contrarias a las sancionadas, los deberes jurídicos. de lo que se deduce que no se debe considerar que  un precepto de derecho constituye un deber jurídico,  cuando imponga una determinada conducta empleando los términos “deber” u “obligación”.


Rafael Rojina Villegas, comenta que Kelsen “invirtió el procedimiento para definir el deber. Según la teoría tradicional, el deber es lo primario. La norma jurídica que estatuya el deber, será la norma primaria. El incumplimiento del deber, es decir el acto antijurídico, sólo será el supuesto para que opere una norma secundaria que impondrá la consecuencia coactiva; pero esta consecuencia se consideró por la lógica del derecho, dentro de esta teoría tradicional, como secundaria, que sólo opera para el caso de que se falte al cumplimiento del deber. Tan es cierto este procedimiento, que el mimo Kelsen lo utilizó para su famosa fórmula… que nos dice: en determinadas condiciones un sujeto A, debería observar cierta conducta; si no la observare, un sujeto B, órgano del Estado, le aplicará determinada coacción”.


Así pues, los deberes jurídicos, establecen conductas que deben observarse voluntariamente por todos y cada uno de los miembros de la sociedad a favor de la colectividad.
CAPÍTULO 3.

EFECTOS DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES.

3.1. INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES.

En virtud de una obligación, el deudor  debe cumplir con una prestación, que puede consistir en hacer entrega de cierta cosa, en realizar una conducta o bien abstenerse de realizarla en el lugar, plazo y forma que haya pactado con el acreedor; y a su vez, este último tendrá  la facultad de exigir del primero  la ejecución de los actos que constituyen la prestación o contenido de la obligación. 
 
Ahora bien, toda vez que el cumplimiento de lo debido es un acto humano dependiente de la voluntad de quien debe efectuarlo, frecuentemente puede observarse que las obligaciones quedan incumplidas, es decir, que el deudor se abstiene de ejecutar  la prestación debida.

En caso de incumplimiento de una obligación, el acreedor insatisfecho, tiene la facultad de acudir ante un juez solicitándole que obligue al deudor a que cumpla, por la fuerza si es preciso. El cumplimiento de las obligaciones en esta forma, es lo que se llama ejecución forzada, característica del derecho conocida como coercibilidad,  misma que será motivo de estudio en el presente capítulo. 

Pero las consecuencias que ocasiona el incumplimiento de una obligación, no sólo pueden ser consideradas desde el lado del acreedor, sino que también debe ser contemplada desde el punto de vista del deudor, quien tendrá la necesidad de resarcir al acreedor por la insatisfacción o lesión de sus derechos, y a lo cual se hará referencia en el apartado siguiente.


En resumen, los efectos del incumplimiento de una obligación pueden ser visualizados desde dos puntos de vista: a) En cuanto a que dan lugar a la ejecución forzada contra el deudor incumplido y b) En cuanto que protegen los derechos del acreedor, tendientes a la satisfacción de su crédito.
3.2. CONCEPTO DE INDEMNIZACIÓN.

El incumplimiento de una obligación, implica para el deudor, el  deber de otorgar al acreedor la prestación debida o una equivalente, para de esta manera, dejar incólumes los derechos de este último, siendo esto lo que se conoce como indemnización.


Joaquín Esriche, define a la indemnización como “el resarcimiento de los daños causados. La indemnización debe tomarse de la hacienda del que ha causado el daño…”.


Cabe decir que  la obligación de otorgar una indemnización por parte del deudor  incumplido, es lo que se conoce como responsabilidad civil.

3.2.1. CLASES DE DE INDEMNIZACIÓN.

El artículo 1915 del CCDF establece en su primer párrafo que la reparación del daño debe consistir a elección del ofendido, en el restablecimiento de la situación anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de daños y perjuicios. 

Dicha disposición legal, lleva a determinar que existen dos tipos de indemnización:

a) Indemnización compensatoria.- Cuando debido a la naturaleza de la obligación incumplida, ya no es posible darle cumplimiento a la prestación originalmente debida y entonces vía en ejecución forzada, se exige un “equivalente”.

b) Indemnización moratoria.- Cuando todavía se puede cumplir la obligación otorgando la prestación debida pero con retardo. 

Es de hacer notar, que ambos tipos de indemnización, producen los efectos de obligar al deudor a resarcir al acreedor los daños y perjuicios que éste hubiere sufrido con motivo directo e inmediato del incumplimiento, lo que encuentra su fundamento en el artículo 2,104 del CCDF, que en su parte conducente establece que el que  se encuentre obligado a prestar un hecho y deje de prestarlo o no lo preste conforme a lo convenido, será responsable de los daños y perjuicios, en los términos siguientes:

1. Si la obligación fuere a plazo, comenzará la responsabilidad desde el vencimiento de éste;

2. Si la obligación no dependiere de plazo cierto, se observará lo dispuesto en la parte final del artículo 2080, el cual  dispone que  si no se ha fijado el tiempo en que deba hacerse el pago y se trata de obligaciones de dar, no podrá el acreedor exigirlo sino después de los treinta días siguientes a la interpelación que se haga, ya judicialmente, ya en lo extrajudicial, ante un notario o ante dos testigos. Tratándose de obligaciones de hacer, el pago debe efectuarse cuando lo exija el acreedor, siempre que haya transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento de la obligación

Los artículos 2108 y 2109 del CCDF, conceptualizan los daños y los perjuicios de la siguiente manera:

“ARTICULO 2,108.- Se entiende por daño la perdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación”.

“ARTICULO 2,109.- Se reputa perjuicio la privación de cualquiera ganancia lícita, que debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación”. 

Así pues, la responsabilidad generada ante el incumplimiento de una obligación, además de importar el otorgamiento de la prestación debida o su equivalente precio, importa la reparación de los daños y la indemnización de los perjuicios (artículo 2107 CCDF), aunado a los gastos judiciales (artículo 2118 CCDF) e intereses legales o convencionales en su caso, si la obligación incumplida estriba en un entrega de dinero. (2395 CCDF)

No obstante lo anterior, es muy importante tener presente  que para que sea procedente la indemnización a cargo del deudor, se requiere que el incumplimiento le sea imputable,  ya que si el incumplimiento no le es atribuible  por obedecer a un acontecimiento natural inevitable (caso fortuito) o a un acontecimiento humano inevitable (fuerza mayor), existirá una causa legal que motiva el incumplimiento y en consecuencia no estará obligado a pagar la indemnización.

3.3. FORMAS DE HACER EFECTIVA LA INDEMINIZACIÓN.

Se ha dicho con antelación, que el incumplimiento de una obligación confiere al acreedor el derecho de pedir la ejecución forzada por la vía judicial para demandar del deudor el pago de la responsabilidad civil derivada del incumplimiento, responsabilidad que como se dijo ya, es a la vez restitutoria y reparatoria. 

No obstante lo anterior, lo natural en las obligaciones es que se cumplan voluntariamente mediante pago, al cual se hará referencia a continuación.

3.3.1. MANERA VOLUNTARIA. PAGO.


Manuel Bejarano estima que “el pago es el efecto normal de toda obligación y además la forma natural de extinguirla: la relación jurídica fenece y se agot con el cumplimiento”.


Por su parte, Ignacio Galindo Garfias dice que “por pago, se entiende la ejecución a satisfacción del acreedor de la prestación o las prestaciones que forman el contenido de la obligación que es a cargo del deudor”.



El CCDF  en su artículo 2062, dispone que pago o cumplimiento es la entrega de la cosa o cantidad debida, o la prestación del servicio que se hubiere prometido.


De éste precepto legal, se infiere que  el vínculo obligatorio que existe entre dos personas, contiene una promesa de cumplimiento a cargo del deudor, quien asume el deber de cumplir la prestación o prestaciones correspondientes, para satisfacer el interés jurídico del acreedor.


El pago está sujeto a determinados principios, cuya convergencia es denominada “exactitud en el pago. Los principios referidos son:
· Exactitud en el tiempo.-  que implica que le deudor debe cumplir en el tiempo convenido, o de inmediato, si es que no se concedió plazo.

· Exactitud en la especie.- que se refiere a que  la obligación debe cumplirse otorgando la prestación pactada, o en su defecto se aplica la ley, el sentido  de que el acreedor no está obligado a recibir una cosa distinta. No haciéndose referencia a la calidad, el deudor cumple con una calidad media.
· Exactitud en el modo.- relativo a que la obligación debe cumplirse inmediatamente, de manera pura y simple, salvo cuando esté sujeta a modalidades de condición o plazo.
· Exactitud en el lugar.- que importa que debe hacerse el pago en el lugar en que las partes convengan o sujetarse a las disposiciones de la ley. 


Cabe mencionar que por regla general, es el propio deudor quien realiza el pago, pero puede ser efectuado válidamente también por un representante o mandatario del propio  deudor, en cuyo caso, es este último el que jurídicamente lo efectúa (artículo 2065 CCDF).


Ahora bien,  el pago puede ser hecho con, sin o contra la voluntad del deudor, según se advierte del CCDF, cuando establece que el pago puede ser hecho por el mismo deudor, por sus representantes o por cualquier otra persona que tenga interés jurídico en el cumplimiento de la obligación; puede también hacerse por un tercero no interesado en el cumplimiento de la obligación, que obre con consentimiento expreso o presunto del deudor; puede hacerse igualmente por un tercero ignorándolo el deudor., y puede, por último, hacerse contra la voluntad del deudor. (artículos 2065 a 2068)


Cabe decir que conforme al articulo 2095 del CCDF, la obligación queda extinguida cuando el acreedor recibe en pago una cosa distinta en lugar de la debida. Esto es lo que la doctrina denomina como dación en pago, y para que se produzca esta “mutación”  en la prestación, es necesaria la voluntad del acreedor, a fin de que la deuda quede extinguida.


Finalmente, en cuanto al pago, se debe indicar que en un obligación, el deudor está obligado a pagar, pero también tiene el derecho de pagar al acreedor, quien tiene derecho de exigir el cumplimiento de la obligación, pero a su vez  está obligado a recibir el pago correspondiente; así en caso de que el acreedor se niegue  recibir el pago, el deudor está facultado para demandar la extinción de la deuda, pues de conformidad con lo establecido  por el artículo 2098 del CCDF,  si el acreedor rehúsa sin justa causa a recibir la prestación debida, o dar el documento justificativo de pago, o si es persona incierta o incapaz de recibir, podrá el deudor librarse de la obligación haciendo consignación de la cosa.

Este procedimiento consta de dos partes: la primera (que bien puede identificarse como preliminar), consiste en el ofrecimiento de pago de pago para que ante la autoridad judicial o ante notario, se declare extinguida la deuda con citación de acreedor, y la segunda parte  consiste propiamente en el  juicio de consignación, en el cual después del ofrecimiento de pago, es demandado el acreedor, a fin de que si éste rehúsa a recibirlo, se declare extinguida la deuda.

Debe tenerse presente que  las cantidades pagadas a cuenta de deudas con intereses, no se imputarán al capital mientras  existan intereses vencidos y no pagados, salvo convenio en contrario. ( artículo 2094 CCDF)
3.3.2. EJECUCIÓN FORZADA.


En principio, toda obligación contraída, debe ser satisfecha de acuerdo al principio de exactitud ya expuesto, relativo a que  tal obligación debe ser satisfecha de acuerdo a los principios de tiempo, modo, lugar y especie. Así, el acreedor en una obligación, además de  tener la expectativa de que el deudor cumpla voluntaria o espontáneamente con  la prestación debida, cuenta con varios medios previstos por la legislación, que tienden a lograr  la efectividad de la indemnización debida en caso de incumplimiento de una obligación, las cuales se analizarán a continuación.

En opinión de Mosset Iturraspe, los medios para forzar el cumplimiento una obligación, a los que denomina medios compulsivos, “son instrumentos jurídicos otorgados al acreedor, sea por la ley o el contrato, para la satisfacción in natura de  su crédito; operan ante el no cumplimiento espontáneo del deudor como conminación o constricción, amenazando con una consecuencia negativa para el deudor que, de persistir el  incumpliendo, se concretará patrimonialmente”.


Así, el cumplimiento de obligaciones por la fuerza, es lo que se denomina ejecución forzada y actualiza la característica del derecho conocida como coercibilidad, la que se evidencia protegiendo los derechos del acreedor a través de los siguientes medios.

3.3.2.1. CONVENIO SOBRE RESPONSABILIDAD.


El convenio sobre responsabilidad por incumplimiento, también conocido como  pena convencional, consiste en que los sujetos de la relación jurídica constitutiva de la obligación, celebran un convenio sobre las consecuencias del incumplimiento del deudor. 

Planiol y Ripert, afirman que “la cláusula penal, es una estimación anticipada de los daños y perjuicios que se causarían en caso de incumplimiento de obligación o en caso de que no se cumpla de la manera convenida. Es una liquidación convencional de daños y perjuicios por anticipado, por que no se sabe cuál será el daño real”.


Conforme al artículo 2117 del CCDF, el deudor puede convenir con su acreedor sobre el importe  del resarcimiento que resulte a su cargo, en caso de incumplimiento, que se fija en cantidad líquida, siempre que no haya ocurrido el incumplimiento por caso fortuito o por fuerza mayor.

La fijación del importe de la responsabilidad del deudor derivada del incumplimiento se denomina “cláusula penal”, y en este caso, el acreedor sólo debe probar ante la autoridad judicial la existencia de tal cláusula, correspondiendo al deudor,  demostrar en todo caso que dio cumplimiento oportunamente a la obligación contraída. 


Es menester indicar que el monto de la pena, puede no corresponder exactamente a los daños causados  por el incumpliendo de una obligación, y tal vez, ni siquiera a los que las partes pudieron razonablemente prever,  sin embargo, atendiendo al principio de autonomía de la voluntad, puede ser convenida discrecionalmente, con la limitación expresamente contenida en el artículo 1843 del CCDF, de acuerdo al cual, la cláusula penal no puede exceder ni en valor ni en cuantía a la obligación principal.

Así mismo, es de mencionarse que la facultad de acordar el monto de la responsabilidad civil puede ejercitarse también en sentido negativo, es decir, no fijando pena o sanción por los daños, sino eximiendo de responsabilidad al causante, ya que los artículos 1832 y 1839 del CCDF disponen que  en los contratos civiles, cada uno se obliga en la manera y términos que aparezca que quiso obligarse, y que los contratantes pueden poner las cláusulas que crean convenientes. Loa cuerdos en este sentido se conocen como cláusulas de no responsabilidad.
3.3.2.2. SANEAMIENTO POR EVICCIÓN Y VICIOS OCULTOS.


En las obligaciones que tienen por objeto transmitir cosas a título oneroso (por ejemplo la del vendedor o la del arrendador), el que transfiere la cosa no cumple su obligación con el solo hecho de entregarla, sino que debe proporcionar al adquirente una posesión pacífica y útil, además de la seguridad de que la cosa tiene la utilidad esperada.

Si en vez de ello, el adquirente pierde la cosa adquirida por orden judicial, o recibe la frustración de que dicha cosa no sirve para el fin de su normal destino, tiene derecho a ser indemnizado de los daños y perjuicios emergentes de tales situaciones. Esa indemnización, se denomina saneamiento y puede ser de dos clases:

· Saneamiento por evicción.- tiene la facultad de exigirlo el que adquirió alguna cosa y fue privado de todo o parte de ella por sentencia que causó ejecutoria, en razón de algún derecho anterior a la adquisición. (artículo 2119 CCDF)

Ahora bien, todo el que enajena está obligado al saneamiento para el caso de evicción, aunque nada se haya convenido al respecto, sin embargo, es válido que  los contratantes puedan aumentar o disminuir convencionalmente los efectos de la evicción, y aún convenir en que ésta no se preste en ningún caso, siendo nulo todo pacto que exima al que enajena de responder por la evicción, siempre que hubiere mala fe de parte suya. (artículos 2121 y 2122 CCDF)
· Saneamiento por vicios ocultos.- tiene derecho a él, quien adquirió una cosa con defectos ocultos que la hacen impropia para los usos a los que normalmente se le destina o bien si tales defectos disminuyen de tal modo este uso, que al haberlos conocido el adquirente, no hubiere hecho la adquisición o habría dado menos precio por la cosa. (artículo  2142  CCDF)


El saneamiento por vicios ocultos, encuentra su fundamento en que “la enajenación onerosa de un objeto conlleva la obligación de entregarlo en condiciones tales que resulte adecuado para satisfacer los requisitos que razonablemente se podían esperar de él”. 
 Esta pretensión de adquirente, encuentra su fundamento en el artículo 1796 del CCDF, que dispone que los contratantes están obligadas no sólo a lo expresamente pactado, sino a las consecuencias que según la naturaleza del contrato con conformes a la buena fe, al uso o a la ley.

Es importante indicar que los vicios que dan lugar a demandar el saneamiento, deben ser anteriores a la adquisición, pues siguiendo el principio de que las cosas perecen, o se deterioran para su dueño, si éstos   fueren posteriores  a la adquisición, sería el adquirente, como dueño de lo adquirido, el que tendrá que soportarlos sin poder hacer reclamación alguna, pero la ley arroja en  el adquirente la carga de probar que los vicios son anteriores a la adquisición, presumiéndose, a falta de prueba, que son anteriores. (artículo 2159 CCDF)
3.3.2.3. ACCIÓN PAULIANA.


 Designada así por el pretor romano Paulo, la acción pauliana, que se encuentra prevista por el artículo 2163 del CCDF, consiste en que el acreedor, para hacer efectiva la garantía patrimonial de la que está provisto, sobre los bienes del deudor, puede en acción individual, demandar judicialmente la ineficacia de los actos de disposición de bienes celebrados por el deudor, en perjuicio del acreedor.  

Esta acción también conocida como revocatoria, tiende a privar únicamente de efectos a los actos revocados al quedar probado el daño del acreedor, ocasionado  por el acto de disposición de bienes o derechos del deudor, que  provocan su insolvencia. La revocación sólo produce efectos respecto del acreedor que oportunamente ejercitó la acción en comento y hasta el importe de su crédito. (artículo 2175 CCDF)

Debe tenerse presente que la garantía patrimonial sobre el patrimonio del deudor, con la que cuenta el acreedor, deriva de lo dispuesto por el artículo 2964 CCDF, el cual prevé que el deudor responde del cumplimiento de sus obligaciones con todos sus bienes, con excepción de todos aquéllos que conforme a la ley, son inalienables o no embargables.

Los elementos de la acción pauliana o revocatoria son los siguientes:

· Que el acto revocable produzca o agrave la insolvencia del deudor demandado. 

· Que el acto perjudique únicamente al acreedor o acreedores demandantes.

· Que el acto perjudicial sea real, es decir, que no se trate de un hecho simulado.

· Que se trate de un acto celebrado con posterioridad a la fecha del crédito del acreedor demandante.

· Que haya mala fe en la disposición de bienes efectuada por el deudor.


La naturaleza de la acción pauliana ha sido muy discutida por la doctrina, pues en tanto qua algunos autores dicen que se trata de un acto de nulidad, otros de revocación y algunos más de rescisión, el CCDF utiliza indistintamente dichos términos, sin embargo, lo cierto es que a través de esta acción, se protege a los acreedores en contra de actos fraudulentos del deudor que causa su insolvencia.
3.3.2.4. ACCIÓN CONTRA SIMULACIÓN.


La acción contra actos jurídicos simulados,  es la que tiene el acreedor  en defensa del pago de su crédito, contra los actos de disposición aparente (no real), que lleve a cabo el deudor, con el fin de hacer aparecer ante los acreedores, una falsa enajenación de sus bienes, para disminuir así su activo y defraudar al acreedor mediante un acto simulado en el que confiesa lo que en realidad no ha pasado.

A través del ejercicio de esta acción,  que se desprende del artículo 2180  del CCDF, el acreedor tiene interés jurídico en privar de efectos al acto simulado.

Existen dos clases de simulación: la absoluta y la relativa. Es absoluta cuando el acto simulado nada tiene de real, en cambio, será  relativa cuando a un acto jurídico se le da una falsa apariencia que oculta su verdadero carácter. (artículo 2181 CCDF)

Es menester indicar que a diferencia de la acción pauliana o revocatoria, en la que se ejecutan actos verdaderos, en la simulación, los actos simulados son aparentes. La acción revocatoria tiene como finalidad que no sea oponible al acreedor el acto jurídico entre el deudor y un tercero, en tanto que mediante la acción de simulación, se trata de comprobar que el deudor no ha enajenado sus bienes, puesto que todavía le pertenecen.
Planiol y Ripert refieren como distinción entre la acción pauliana y la simulación, que  “en el acto verdadero para la acción revocatoria, hay que probar la mala fe del deudor y del tercero, mientras que en la simulación basta que el deudor pruebe el perjuicio y que existe la simulación; el perjuicio consiste en que los bienes del deudor no alcanzan para pagar al acreedor. En la acción revocatoria el acto fraudulento debe ser posterior al crédito del afectado, mientras que en la simulación, aún los créditos posteriores pueden probar el carácter ficticio del acto simulado.”

3.3.2.5. ACCIÓN OBLICUA O ACCIÓN SUBROGATORIA.

Esta acción, a la que también se le conoce como acción oblicua, se encuentra prevista por el artículo 29 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (en adelante CPCDF), mismo que dispone en su parte conducente:

“Artículo 29.- Ninguna acción puede ejercitarse sino por aquél a quien compete, o por su representante legítimo. No obstante eso, el acreedor puede ejercitar las acciones que competan a su deudor cuando conste el crédito de aquél en título ejecutivo y, excitado éste para deducirlas, descuide o rehúse hacerlo. El tercero demandado puede paralizar la acción pagando al demandante el monto de su crédito…  “


A través de esta acción, el acreedor se substituye en el ejercicio de los derechos que corresponden al deudor, cuando los créditos consten en título ejecutivo,  para el caso de que  dicho deudor haya renunciado el ejercicio de esos derechos provenientes de actos de terceros celebrados en su favor, ocasionándose una insolvencia de su parte en perjuicio de su acreedor. 


Bianca estima que “la acción subrogatoria es un medio legal de conservación de la garantía patrimonial (del acreedor). Consiste en el poder del acreedor (subrogante) de ejercitar en lugar del deudor (subrogado), los derechos que éste tiene hacia terceros y que descuida hacer valer”.


Para que tenga lugar esta acción, se necesita la presencia de tres requisitos:

A. La existencia de un crédito por parte del subrogante.

B. La inactividad del deudor para ejercitar un derecho de crédito que tiene respecto de un tercero.

C. El peligro de insolvencia por parte del deudor en perjuicio del acreedor.

En síntesis, la acción oblicua o subrogatoria, consiste en la facultad que la ley le confiere al acreedor para ejercitar por la vía judicial aquéllas acciones que el deudor descuida hacer efectiva frente a deudores, poniendo en riesgo la solvencia que debe sostener ante sus acreedores.

3.3.2.6. DERECHO DE RETENCIÓN.


“Un derecho más que contempla la doctrina, es el derecho de retención, el cual otorga la ley a diversos sujetos para no devolver una cosa, propiedad del deudor, mientras que éste no pague. Esta figura jurídica tiene su  razón de ser en la justicia, “dar a cada quien lo que es suyo”, por lo que de alguna manera, la ley protege y autoriza al acreedor para que se le dé lo que le pertenece, es decir, le sea pagado lo que se le debe”.


En pocas palabras, el derecho de retención consiste en una facultad en virtud de la cual, el acreedor que detenta una cosa ajena, está autorizado para no restituirla hasta que su deudor, que es el propietario de la cosa, le pague lo que le debe con motivo de ella; es un procedimiento que no persigue impugnar un acto del deudor, sino solamente es un recurso para proteger al acreedor de un posible incumplimiento de su deudor. 

El CCDF, no regula en un apartado específico esta forma de hacer efectiva de manera forzosa las obligaciones, sin embargo, reconoce varios casos, por ejemplo: el vendedor puede retener la cosa vendida (artículos. 2286 y 2287 CCDF); así mismo,  el constructor de obra mueble, tiene derecho de retenerla mientras no se le pague. (artículo. 2544 CCDF)

3.3.2.7. RESCISIÓN O RESOLUCIÓN.

 
La rescisión, es un modo de privar de efectos a un acto jurídico válido, mediante la extinción de las obligaciones provenientes de dicho acto que se vuelve ineficaz, en atención a acontecimientos posteriores a su otorgamiento, como es el incumplimiento de las obligaciones que generó. Este derecho del acreedor perjudicado por el incumplimiento de su deudor consiste en extinguir la obligación que le incumplieron, volver las cosas al estado anterior en lo posible mediante la restitución de las prestaciones y así desligarse del deudor. Se encuentra contemplado en el artículo 1949 Del CCDF, que dice:

“Artículo 1949.- La facultad de resolver las obligaciones se entiende implícita en las recíprocas, para el caso de que uno de los obligados no cumpliere lo que le incumbe. 

El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación, con el resarcimiento de daños y perjuicios en ambos casos. También podrá pedir la resolución aún después de haber optado por el cumplimiento, cuando éste resultare imposible”.


En suma, rescindir o resolver un contrato,  quiere decir, dejarlo sin efectos, volviendo las cosas al estado en el que se encontraban con anterioridad a su celebración.
Ahora bien, debe señalarse que existe un principio en derecho que dice “Nadie está obligado a lo imposible”,   cuyo significado implica que es imposible el cumplimiento de la obligación cuando hay hechos inevitables, ajenos a la voluntad del deudor que impiden en forma absoluta  e insuperable la ejecución de la prestación; esos hechos ajenos e inevitables que impiden cumplir son el caso fortuito y la fuerza mayor. Este principio se contempla por el artículo 2111 del CCDF que dispone que nadie está obligado al caso fortuito sino cuando:

· Ha dado causa o contribuido a él,

· Cuando ha aceptado expresamente esa responsabilidad, o

· Cuando la ley expresamente así lo impone, por ejemplo el gestor de negocios que hace operaciones riesgosas o que obra en interés propio más que interés del dueño (art. 1900 CCDF), o bien el arrendatario que por usar la cosa de un modo no conforme con el contrato, ocasiona su pérdida o deterioro (art. 2469 CCDF)

CAPITULO 4. 

REGULACIÓN DE LAS FUENTES DE LAS OBLIGACIONES EN DIVERSAS LEGISLACIONES A NIVEL NACIONAL.

4.1. COMENTARIOS SOBRE LA REGULACIÓN DE LAS FUENTES DE LAS OBLIGACIONES EN EL ESTADO DE TABASCO.


El Código Civil del Estado de Tabasco (en adelante CCET), que fue publicado el nueve de abril de mil novecientos noventa y siete, en su libro cuarto, regula la materia de obligaciones,  definiendo en su artículo 1872  a la obligación y estableciendo una clasificación de ésta en naturales, personales y reales.  El precepto en comento dispone: 
“ARTICULO 1872. CONCEPTOS. 

La obligación es un vinculo jurídico que se establece entre el acreedor y el deudor, mediante el cual el primero tiene la facultad de exigir del segundo y este el deber de cumplir a favor de aquel, una prestación que puede ser de dar, de hacer o de no hacer. La relación jurídica es una y contemplada la relación obligacional desde el punto de vista del acreedor toma el nombre del derecho personal o de crédito y desde el punto de vista del deudor, el de deuda u obligación. Las obligaciones se dividen en: 

I. Naturales, que son aquellas en las cuales el deudor no esta sometido a la exigencia coactiva del acreedor, no obstante lo cual aquel pueda cumplir ese deber. En este caso el pago o cumplimiento se tiene por bien hecho y quien lo hace no puede repetir contra aquel a quien pago; 

II. Personales, que son las que solamente ligan a quien las contrae y a sus herederos. Estos últimos solo quedaran obligados en los casos en que la relación jurídica sea transmisible por herencia; y 

III. Reales o propter rem, son las que afectan a un sujeto en su calidad de propietario o poseedor de una cosa en tanto tenga tal carácter y se constituyen en favor de aquel que tenga un derecho real sobre el mismo bien, a efecto de que pueda ejercer su facultad en toda la extensión y grado que la ley establezca. Esta obligación pasa al nuevo adquiriente o poseedor del bien siguiendo a este y obrando en consecuencia, en contra de aquel que lo tenga a titulo de poseedor originario. Se extinguen por el abandono de la cosa en poder del sujeto activo del derecho real. Las obligaciones naturales, personales o reales, cuando son susceptibles de valoración económica, así como sus correlativos derechos personales o de crédito y los derechos reales, constituyen, con todos los bienes de una persona, el patrimonio económico de esta; la función de cuyo activo como garantía genérica del pasivo, se precisa en el libro primero.”

Algunos doctrinarios refieren que no es correcto que la legislación proporcione definiciones, puesto su función es regular propiamente conductas, siendo por tanto, tarea de la doctrina, el definir y conceptualizar a las instituciones jurídicas. No obstante lo anterior, es menester considerar que siendo la ley la que determina lo que debe entenderse por determinada figura o institución por ella contemplada, se evitan argumentos contradictorios que no sólo la doctrina, sino también el poder judicial encargado de interpretar la ley mediante jurisprudencia, pudieran emitir  con el afán de  desentrañar los ideales del legislador.

Además de conceptualizar y clasificar a la obligación, llama la atención que el CCET, establece con precisión cuáles son las fuentes de las obligaciones,  definiendo y clasificando al hecho jurídico y definiendo también al acto jurídico, tal como se advierte de los siguientes preceptos:
“Articulo 1873. Fuentes de las obligaciones. 
Son fuentes de las obligaciones los hechos y actos que por disposición de la ley crean, transfieren, modifican o extinguen facultades o deberes jurídicos, cuyo contenido sea una prestación de dar, hacer o no hacer, en favor de persona determinada”. 

“Articulo 1874. Concepto de hecho jurídico. 

Hecho jurídico es todo acontecimiento realizado con o sin participación o acción del hombre, que sea supuesto por una norma jurídica, para producir consecuencias de derecho, consistentes en crear, transmitir, modificar, conservar o extinguir derechos o deberes jurídicos o situaciones jurídicas concretas”.

“Articulo 1875. Conceptos. 

Para los efectos de este código se entiende que: 

I. Los hechos jurídicos realizados sin la participación o sin la acción del hombre, son los fenómenos de la naturaleza que producen consecuencias de derecho; 

II. Los hechos jurídicos efectuados con la participación del hombre son los biológicos; y los hechos jurídicos realizados con la acción del hombre son voluntarios, involuntarios y contra su voluntad; 

III. Los hechos biológicos son aquellos acontecimientos naturales relacionados con el hombre, en su nacimiento, vida, facultades o muerte, que a su vez originan consecuencias jurídicas; 

IV. Los hechos voluntarios son lícitos o ilícitos. Son lícitos los hechos voluntarios que, produciendo consecuencias de derecho, no son contrarios de la ley. Son ilícitos los hechos voluntarios contrarios a la ley; 

V. Los hechos involuntarios y los ejecutados por el hombre contra su voluntad, solo producirán consecuencias de derecho cuando expresamente lo declare así la ley. Para los efectos de este código, el hecho jurídico se ejecuta contra la voluntad del sujeto, cuando este lo lleve a cabo por coacción irresistible o al hallarse privado de libertad, o cuando se vea compelido por caso fortuito o fuerza mayor; y 

VI. Cuando en los hechos voluntarios la ley tome en cuenta la intención o el fin del sujeto, para que se produzcan las consecuencias de derecho, se tratara de actos jurídicos”. 

“Articulo 1876. Concepto de acto jurídico. 

Acto jurídico es toda declaración o manifestación de voluntad hecha con el objeto de producir una o mas de las consecuencias de derecho enumeradas en el articulo 1875”.

Llama la atención que el ordenamiento legal en cita, de manera expresa, reglamenta los deberes jurídicos, a los cuales se hizo referencia en el capítulo segundo de la presente investigación, pues en sus artículos 2075 y 2076 dispone:
“Artículo 2075. Origen legal de las obligaciones. 

Las obligaciones civiles nacen también de disposiciones expresas de la ley”. 

“Articulo 2076. Reglas generales. 

Las obligaciones que emanan de la ley solo son exigibles en los casos expresamente previstos y de acuerdo con los preceptos que las establecen; pero en lo que estos sean omisos, deberán regirse por las reglas generales sobre obligaciones y contratos, en cuanto les sean aplicables”.


Cabe agregar, bajo el rubro “Instituciones protectoras del acreedor para el caso de incumplimiento del deudor, el legislador de Tabasco regula las acciones contra los actos celebrados en fraude de acreedores, contra la simulación de actos jurídicos, la acción oblicua, el derecho de retención y la concurrencia y prelación de créditos, estimándose que la técnica de reunir en un mismo apartado de la legislación civil, a los medios para obtener la ejecución forzada de un crédito, es idónea.
4.2. COMENTARIOS SOBRE LA REGULACIÓN DE LAS FUENTES DE LAS OBLIGACIONES EN EL ESTADO DE JALISCO.


El Código Civil del Estado de Jalisco (en adelante CCEJ), data del veinticinco de febrero de mil novecientos noventa y cinco, y al igual que el CCDF y el CCET, en su libro cuarto, regula a las obligaciones, resaltándose que dicho ordenamiento, considera expresamente como fuentes de las obligaciones civiles, a los delitos y a la ley misma pues en su artículo 1259 prevé: 

“ARTICULO 1260.- LAS OBLIGACIONES CIVILES NACEN DE LA VOLUNTAD DE LAS PARTES, DE DISPOSICIONES EXPRESAS DE LA LEY O COMO CONSECUENCIA DE DELITOS, DE FALTAS, O DE HECHOS U OMISIONES EJECUTADAS CON PERJUICIO AJENO, QUE AMERITEN UNA INDEMNIZACIÓN”. 


Ahora bien, por cuanto hace a la ley como fuente de las obligaciones, que son los deberes jurídicos a los que  se hizo referencia en el capítulo segundo, puntualiza:

“ARTICULO 1262.- LAS OBLIGACIONES QUE EMANAN DE LA LEY SOLO SON EXIGIBLES EN LOS CASOS EXPRESAMENTE ESTABLECIDOS Y DE ACUERDO CON LOS PRECEPTOS QUE LAS ESTABLECEN; PERO, EN LO QUE ESTOS SEAN OMISOS, DEBERÁN REGIRSE POR LAS REGLAS GENERALES SOBRE OBLIGACIONES Y CONTRATOS, EN CUANTO LES SEAN APLICABLES”.


Llama la atención que con un mejor lenguaje técnico, el legislador de Jalisco,  regula a los hechos ilícitos como fuente de las obligaciones en el capítulo sexto  del Título Primero del libro cuarto, que como ya se indicó, regula a las obligaciones, y no expresa que son fuente de las obligaciones los “actos jurídicos” como erróneamente lo hace el legislador del Distrito Federal, por los motivos que en su oportunidad se han expresado.
4.3. CRÍTICA A LA SISTEMÁTICA QUE PREVALECE EN EL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA DE OBLIGACIONES.


Una vez que se ha hecho el estudio de las fuentes de la obligaciones a la luz del CCDF, es posible afirmar que dicho ordenamiento cuenta con un grave problema de sistemática y lenguaje técnico en esta materia.


Lo anterior es así debido a que no establece una distinción terminante entre el hecho y el acto jurídico, dejando dicha tarea a la doctrina, limitándose a regular a las fuentes generadoras de obligaciones, sin que lo haga de una manera ordenada, ejemplo de ello, es el caso de la responsabilidad objetiva, que por una parte se encuentra regulada en el capítulo relativo a las obligaciones que nacen de los “actos” ilícitos, lo cual, es evidentemente un error que copiaron los códigos que tomaron como modelo al CCDF de 1928, en tanto que por  la otra, el empleo de la expresión “actos ilícitos” como fuentes de las obligaciones, por parte del legislador, pone de manifiesto su deficiencia de lenguaje técnico jurídico,  pues no repara en que lo correcto es hablar de hechos ilícitos, toda vez que en los ilícitos, el agente que los ocasiona, no tiene la intención de producir consecuencias de derecho, pues  la existencia de  esa intención, sólo ocurre en los actos jurídicos.


Así pues, el caso de la regulación de los hechos ilícitos que comprende la responsabilidad objetiva o riesgo creado,  constituye a todas luces un error, pues tanto la responsabilidad objetiva como la subjetiva, se encuentran comprendidas bajo un mismo rubro, cuando en realidad, los dos tipos de responsabilidad tienen un distinto origen y sólo la responsabilidad subjetiva   surge de hechos ilícitos (no de actos ilícitos).


Por si fuera poco, lo anterior, las diversas acciones tendientes a conseguir el cumplimiento forzado de una obligación, no se encuentran reguladas bajo un rubro específico, sino que las disposiciones respectivas (salvo el caso de  de la evicción y saneamiento, de los actos celebrados en fraude de los acreedores y la simulación de los actos jurídicos), se hallan dispersas.


Es menester recordar que anteriormente, el CCDF, fue considerado por las legislaturas de varias Entidades Federativas como  modelo, al grado que prácticamente lo  adoptaban haciendo de su legislación civil, una copia de éste, sin embargo, actualmente, pueden encontrarse legislaciones estatales con una mayor sistemática legislativa, tal es el caso del Código Civil del Estado de Tabasco y el de Jalisco; por tal motivo, el legislador capitalino debe tomar como ejemplo, el progreso de parte de sus homólogos de otras entidades y asimilar los aspectos positivos, que le representen un progreso a su labor. 
 Así pues, resulta conveniente una reestructuración de la legislación sustantiva en comento, tomando como ejemplo quizá la técnica seguida en legislaciones de otras entidades federativas, recuérdese que en el caso del Código Civil para el Estado de Tabasco, se regulan en apartados específicos las fuentes de las obligaciones: actos jurídicos, hechos jurídicos, contemplándose en apartado preciso a  la ley como fuente de las obligaciones y en donde además, se destina un apartado para regular las instituciones protectoras del acreedor para el caso de incumplimiento del deudor.

CONCLUSIONES
Una vez que ha quedado expuesto el estudio que antecede, es posible llegar a las siguientes deducciones:

PRIMERA. Las fuentes de las obligaciones, constituyen un repertorio o elenco de acontecimientos que determinan el nacimiento o la aparición de una relación obligatoria, que ha sido motivo de innumerables clasificaciones por parte de la doctrina, observándose en la inmensa mayoría de  dichas clasificaciones que el hecho jurídico y el acto jurídico aparecen como constantes.
SEGUNDA. Ni el hecho o acto jurídicos escuetos ni la norma de conducta pueden por sí solos generar obligaciones; de ahí que en realidad, las fuentes de las obligaciones se encuentran precisamente en la convergencia entre la norma y el acontecimiento que ésta propone para su aplicación.

TERCERA. La diferencia precisa y concreta entre el acto jurídico y el hecho jurídico en sentido estricto, radica en que mientras en el primero el hombre tiene la voluntad de realizar su conducta y con ello busca obtener las consecuencias jurídicas que pretende, en el segundo puede actuar voluntariamente, pero no tiene la intención de lograr las consecuencias de derecho, de ahí que no es la voluntad el elemento distintivo entre hecho jurídico (en sentido estricto) y acto jurídico, sino que ese elemento distintivo es la consecuencia producida (no deseada en el hecho jurídico en sentido estricto), creadora de obligaciones.
 CUARTA. Aún y cuando la figura de los Torts en el derecho anglosajón se asemeja a los hechos ilícitos que en nuestro sistema jurídico son fuente de obligaciones, en tanto que los dos generan responsabilidad civil, se diferencian en que la responsabilidad que comprenden los Torts, es mucho más vasta.

QUINTA.  El Código Civil para el Distrito Federal en materia de obligaciones, tiene una falta absoluta de sistemática, lo que queda de manifiesto cuando regula bajo el mismo rubro de “Obligaciones que nacen de actos ilícitos”  a la responsabilidad objetiva o riego creado y a la responsabilidad subjetiva, en razón de que la primera no constituye un hecho ilícito.
SEXTA. Tratándose de los medios para hacer efectiva la ejecución forzada de una obligación, existe un absoluto caos legislativo que debe ser corregido al agrupar a dichas instituciones en un mismo apartado.
SÉPTIMA.- Es conveniente que el legislador del Distrito Federal, tome como ejemplo en materia civil, códigos sustantivos estatales que cuentan con una sistemática y técnica que refleja un orden, tal como es el caso del Código Civil de Tabasco y realice los cambios urgentes que requiere el Código Civil para el Distrito Federal.
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